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      Introducción


      Existen numerosas reflexiones y textos acerca de la salud mental y las violencias. En ese sentido, la presente obra podría parecer en primera instancia una más en la materia; no obstante, los autores buscamos que constituya una aportación relevante y original.


      Queremos mencionar a los lectores interesados algunas de las cualidades que sustentan esta apuesta. Un aspecto importante es que el libro se dirige de manera particular al tema de la violencia colectiva, fenómeno que constituye una problemática relevante en México y en otras naciones. Es cierto que todas las violencias pueden afectar el bienestar mental, sin embargo, el impacto que ejerce la violencia colectiva requiere un análisis particular, pues su dimensión social conlleva daños que van más allá del individuo.


      Si bien el tema de la salud mental puede abordarse —y se ha abordado generalmente— partiendo del enfoque de la medicina y la psicología clínica, limitarse a la visión de estas disciplinas empobrece la compresión que se tiene de los trastornos mentales en los afectados por la violencia colectiva. Para entender la salud y la enfermedad mental en los contextos de conflicto armado, y otras formas de violencia colectiva, es indispensable incorporar en la lectura a las disciplinas sociales. Éste es un segundo distintivo de la obra. Se trata de un trabajo colaborativo de profesionistas con formaciones diversas, lo cual permite una visión enriquecida e interdisciplinaria.


      Por último —y quizá podría decirse, en un primer término— está el motivo detrás de la obra. La idea de reflexionar, desde una perspectiva multidisciplinaria, sobre los padecimientos mentales en los contextos de violencia colectiva y las posibles respuestas a la problemática nace a partir de atestiguar la carencia de programas integrales dirigidos a dar atención al malestar de las comunidades, a la salud mental de las víctimas directas e indirectas y a la pobre comprensión que existe acerca del enfoque psicosocial, que idealmente deben tener estas intervenciones.


      De alguna forma este texto nace en un intento de dar alguna respuesta al agravio y al dolor colectivo. Su publicación fue posible gracias al apoyo del Seminario de Estudios de la Globalidad en su capítulo de estudio de la violencia, de la Facultad de Medicina y de la Universidad Nacional Autónoma de México.


      Los autores esperamos que, para aquellos interesados en comprender —y, eventualmente, contribuir— a sanar las heridas psicosociales que padece nuestro país, esta obra constituya un referente de utilidad.


      Dení Álvarez Icaza González

    

  


  
    
      APARTADO I. LA VIOLENCIA COLECTIVA: CONCEPTOS BÁSICOS, MANIFESTACIONES Y CONDICIONES PSICOSOCIALES Y SOCIOECONÓMICAS QUE EXPLICAN EL FENÓMENO


      Al toparse con este apartado, algunos lectores podrán preguntarse: ¿Por qué para comprender la relación entre la violencia colectiva y la salud mental es importante reflexionar sobre la noción de la violencia, las teorías sobre el origen de la violencia colectiva y los factores sociales vinculados?


      Algunas cuestiones clave hacen evidente la pertinencia de tratar estas temáticas en los primeros capítulos. En primer lugar, para aquellos poco familiarizados con el estudio de la violencia desde las ciencias sociales, es importante definir algunos conceptos y elementos básicos que serán retomados a lo largo de la obra. Elaborar esta aproximación es un reto, pues persigue exponer al lector no experto a nociones y conceptos que fijen un marco mínimo de referencia, evitando incurrir en el error de simplificar en exceso un tema que para los estudiosos de la materia conlleva un análisis complejo.


      Con esto en mente, el capítulo 1 expone la necesidad de reflexionar sobre a lo que nos referimos con la palabra violencia y las distintas formas en las que se ha entendido. Partiendo de este cuestionamiento se rescata la categoría de violencia colectiva según la entiende la Organización Mundial de la Salud, pues si bien es sólo una de las muchas clasificaciones posibles, es un referente esencial en un libro que aborda el tema de la salud mental. Ya que posteriormente se expondrá el vínculo entre algunas manifestaciones de este tipo de violencia con distintos desenlaces psicosociales, aterrizando en la medida de lo posible en el contexto mexicano —y en todo caso, latinoamericano—, en esta lectura inicial también se incluye una revisión de las principales manifestaciones de la violencia colectiva en México.


      A fin de resumir los procesos que juegan un papel en la emergencia de la violencia y la violencia colectiva, el capítulo 2 ofrece una síntesis de temas relevantes, como la diferencia entre agresión y violencia, la relación entre ejercicio del poder y la violencia, y las teorías en torno al origen de los conflictos bélicos. Esta visión general sobre el papel del ambiente y los procesos sociales se complementa en el último texto del apartado. Si bien no es posible delinear qué sociedades vivirán una guerra, terrorismo o violencia asociada a la delincuencia organizada, en el tercer capítulo se expondrán algunos datos que sugieren que hay variables psicosociales y socioeconómicas que podrían configurarse como escenarios de riesgo. La comprensión, aunque sea general y parcial, de estos procesos y del peso de las variables sociales es importante, pues la salud mental guarda una relación estrecha e inseparable con el ambiente del individuo.


      No es posible entender la salud mental en los contextos de violencia colectiva, y generar respuestas y políticas para su atención, si no se comprende el contexto en el que se manifiesta y las variables sociales que la favorecen.

    

  


  
    
      Capítulo 1. Una lectura social de la violencia colectiva: apuntes desde México


      Luis A. Astorga Almanza, César Alarcón Gil


      1. Introducción: el ejercicio de repensar la violencia


      A pesar de que a lo largo de la historia de México la noción de violencia ha sido utilizada de manera recurrente, es en las dos primeras décadas del siglo XXI cuando este término gana nuevos significados.


      Una contradicción notable es que, al mismo tiempo, se ha expandido y acotado lo que entendemos por violencia. Previamente se empleaba para referirse a excesos derivados de la actuación autoritaria del Estado mexicano; ahora, en otro momento sociohistórico, es asociada especialmente con los efectos de las acciones armadas de las organizaciones delictivas y/o las operaciones violentas de agentes insertados en las instituciones estatales que, idealmente, buscan contener, confrontar, o disuadirlas en los diferentes territorios de la geografía nacional.


      Bajo esta luz, el uso de esta palabra se ha instalado en el habla común. Su empleo se ha popularizado, consagrándose en las pláticas cotidianas de las personas, e incluso en los discursos pronunciados por funcionarios públicos que forman parte de diversos órdenes de gobierno.


      Lo paradójico es que en el seno de la sociedad mexicana no hemos reflexionado sobre lo que con la palabra “violencia” se designa y se ha designado. Los significados presentes y pasados se han fundido, de una manera poco seria y poco crítica, a pesar de que se trata de un término que inexorablemente requiere de diversos matices, niveles de comprensión y elaboración respecto a los distintos referentes que la constituyen.


      Sus modalidades son múltiples. Sintetizar algunas de las coordenadas básicas con las que nos orientaremos a lo largo de esta obra es un reto debido a la condición heterogénea de esta noción.


      Aquí, entonces, está perfilado el objetivo del presente capítulo: examinar la noción de violencia y enlazarla con lo que a lo largo de las diversas secciones de este libro se comprenderá como violencia colectiva. Por su importancia, en este segmento recibirá especial atención la relación entre la violencia colectiva, los derechos humanos, la delincuencia organizada y la inseguridad en México. Para esto, es necesario hacer algunas acotaciones introductorias.


      En las líneas previas se dibuja una primera crítica. Pareciera ser que lo que hemos entendido, o querido transmitir, a través del uso de la palabra violencia no ha cambiado con el tiempo y que todos hablamos de lo mismo cuando la traemos al frente, cuando, en realidad, lo que hoy se denota con ella no necesariamente es lo que se hacía en el pasado. Y es que fenómenos de diferentes características, orígenes, historicidades, grados de organización que han transcurrido a distintas velocidades y con la participación de diversos agentes sociales, ubicados en diferentes espacios de las órbitas subnacionales, nacionales, internacionales y trasnacionales, han sido etiquetados utilizando el mismo término.


      La palabra violencia, con toda su potencia simbólica, ha servido para hablar de la desigualdad en las relaciones de género, de la conflictividad en las constelaciones de autoridad familiar, de las irregularidades o desbordamientos en el ejercicio del poder gubernamental, del comportamiento desviado de los individuos frente a ciertas leyes, de lo que se cataloga jurídicamente como crimen o delito, de las relaciones internacionales y de un larguísimo etcétera. De ahí que surja la necesidad de acudir a referentes más dinámicos que nos permitan abordar, de una manera más adecuada, fenómenos sociales que requieren de una comprensión más flexible y propositiva.


      En este texto ofrecemos un avance, incompleto por definición, pero importante en términos de lo que se puede contrastar frente a esfuerzos previos. El concepto de violencia colectiva, a desarrollar en el punto 5 de este capítulo, será nuestro o común denominador.


      Provisionalmente podemos proponer una premisa: en cuanto a la violencia y sus múltiples formas y expresiones prácticas, tenemos una compleja posibilidad de desdoblamiento, enlace y análisis, que parten del entrecruzamiento de, cuando menos, cuatro esquemas básicos de construcción del conocimiento: 1) la violencia vivenciada, 2) la violencia narrada, 3) la violencia teorizada, y 4) la violencia que alcanza a medirse a través de indicadores derivados de las definiciones gubernamentales. Entre ellas no hay una perfecta concordancia.


      Aquello percibido como violencia desde la órbita vivencial conecta con las experiencias individuales, la dinámica de inserción social del individuo, los perfiles socioculturales en contextos sociales y económicos específicos, así como con las herramientas sociocognitivas con las que se cuente para apreciar o no ciertas acciones o formas de relación como violentos (Das, 2000, en Das et al., 2000, pp. 205-225; Kleinman, 2000, en Das et al., pp. 226-241; Berger y Luckmann, 2001; O'Regan y Noë, 2006, en González, 2006, pp. 164-223; Smith, 2006, en González, 2006, pp. 53-68; Van Dijk, 2009).1


      Con lo anterior es evidente que no toda violencia ni todos quienes viven episodios violentos (observables en distintas escalas) cuentan con las mismas herramientas cognitivas y/o comunitarias para generar discursos accesibles al respecto. Incluso cuando estos discursos existen, no todos tienen la misma visibilidad ni son valorados de la misma manera. Tampoco son necesariamente construidos a través de los mismos elementos. Más allá de lo experimentado, el reto de expresar esas vivencias surge de dichas distinciones.


      Es en este horizonte donde podemos postular el análisis de la violencia a partir de la órbita de su narrativa. No es una obviedad señalar que entre lo que se percibe vivencialmente y de lo que se puede hablar comunitariamente, hay toda una serie de instancias de mediación cultural desde las cuales se construyen y reparten distinciones en diversos espacios sociales.


      Puede sostenerse que hay multiplicidad en las narrativas sobre la violencia: tan heterogéneas como los factores que las configuran y los grupos sociales que las padecen o protagonizan.2 Resulta que, a pesar de la construcción de múltiples narrativas sobre la violencia, es evidente que no todas tienen la misma consistencia ni el mismo grado de formalización socio institucional. Generalmente se confunde la experiencia con la explicación de la experiencia, y es en este lugar desde donde adquiere lógica la violencia teorizada.


      Con esto no estamos pensando en que sólo haya una teoría sobre la violencia, difícilmente algún estudioso serio del tema admitiría tal despropósito. El referente aquí propuesto busca valorar el método de construcción del conocimiento sobre la violencia, método condicionado por el campo disciplinario y el enfoque elegido para dar cuenta del fenómeno o el aspecto del fenómeno seleccionado.


      Quizá esta forma de aproximación teórico-metodológica frente la violencia puede parecer demasiado rígida, sobre todo habiendo hablado en líneas previas de la necesidad de recursos interpretativos más flexibles desde la órbita de la vivencia y de la narrativa.


      Este obstáculo es superado cuando se considera que es a partir de estos formatos teórico-metodológicos, nutridos con nuevos enfoques derivados de las variaciones en las prácticas sociales, que surgen nuevas y más completas herramientas de medición.3


      Éste es uno de los puntos principales del texto: reconocer la pluralidad de formas y elementos que constituyen la modalidad de la violencia que se busca explicar (en este caso, la violencia colectiva). Desde ahí se examina una serie de supuestos sobre lo que simboliza la violencia colectiva y las modalidades que la constituyen. Lo inter, multi y transdisciplinario actúan como elementos de articulación interna. En último lugar, se extraerán una serie de supuestos derivados de las hipótesis planteadas.


      Finalizando estas consideraciones, resulta fundamental remarcar algo que puede juzgarse como una obviedad. Es básico reconocer que no todas las formas de representación de la violencia —incluso aceptando la multiplicidad de vivencias, de narrativas o de formas de teorización sobre ésta— se traducen en indicadores cuantitativos compatibles con la lógica administrativa del Estado. Dicho de otra manera: las modalidades de violencia medibles desde indicadores gubernamentales no son las únicas formas de violencia posibles (Das y Kleinman, 2000, pp. 1-18). En sentido inverso, reconocer que no todas las formas posibles de representación y medición de violencia puedan estar presentes en los indicadores de gestión gubernamental no implica la descalificación de las que sí son cuantificadas.


      Por lo contrario, es imprescindible poner atención a los criterios básicos de clasificación estatal, mismos que se establecen en sus leyes y reglamentos. El sistema de derecho y la codificación jurídica —idealmente— proveen los principios básicos del concepto, los insumos y los pasos que llevan a estos criterios de clasificación. A pesar de que puedan detectarse algunas lagunas, es en estas definiciones donde podemos localizar el lenguaje formal que guía la relación del Estado con los individuos, ciudadanos o no.


      Lo anterior tiene algunas consecuencias. Como se mencionó, una cosa es la violencia que se vive y otra de la que se habla de forma comunitaria. También es distinta la violencia sobre la que se teoriza y la que se define jurídicamente en términos cualitativos y se mide desde lo cuantitativo.


      El repensar la violencia de esta manera esquemática y secuencial permite visibilizar cuatro elementos:


      
        	Al referirnos a la noción de violencia, los fenómenos sociales que se denotan son diversos. Uno de los problemas persistentes, en el caso mexicano, es la visión reduccionista que homologa fenómenos presentes y pasados con la utilización del mismo rótulo. Pero no se trata sólo de eso, aquí se ha utilizado como criterio preferente el fenómeno violento en el tiempo, sin embargo, resulta necesaria la introducción de otro tipo de variables para hacer lecturas más precisas sobre las diferentes formas de violencia. Sobre ello se avanzará en este capítulo y en capítulos posteriores.


        	No toda violencia vivida es una violencia sancionada por el Estado.


        	No todas las narrativas sobre la violencia se componen de los mismos elementos o tienen la misma coherencia, riqueza y visibilidad para ser sintetizadas por una sola disciplina o corriente teórica: la mirada psicológica, moral, educativa, familiar, de género y sociológica, así como los ámbitos organizacional, jurídico, estratégico y gubernamental, pueden entrar en consideración —en diferentes grados— al observar distintos tipos de fenómenos violentos enmarcados en la conceptualización de violencia colectiva.


        	A pesar de que no todas las formas de teorizar o entender la violencia se traducen en tipificaciones jurídicas, todas las tipificaciones jurídicas se asientan —así sea mínimamente— en alguna forma de teorización. Las categorías jurídicas que se establecen y utilizan desde la estructura administrativa del Estado son fundamentales para entender de alcances y límites en cuanto a derechos, obligaciones y procedimientos de los que éste se vale en su relación con los individuos. En ellas descansan una serie de supuestos sobre los cuales poner atención. La detección de vacíos en este nivel puede contribuir a desencadenar exigencias colectivas que se traduzcan en avances en la cobertura de derechos humanos básicos.

      


      En los puntos 2 y 3 del capítulo se retoma la inquietud sobre la necesidad de hacer un mejor trabajo epistemológico, conceptual, teórico y metodológico para dar cuenta de fenómenos sociales como el que anima la presente reflexión, apuntando a solidificar en lo posterior la conceptualización de violencia colectiva. Estos segmentos tienen como objetivo impulsar una propuesta más adecuada que permita el enlace de las distintas formas de construcción de conocimiento sobre la violencia y sus modalidades. Conectar y comunicar los saberes en la mayor cantidad de niveles posibles es un acto de responsabilidad como investigadores sociales y académicos, esto es, como agentes sociales especializados en la construcción del conocimiento.


      Posteriormente, en el apartado 4, se discutirán algunos lineamientos básicos para comprender la relación entre derechos humanos y violencia colectiva. Ambas formas de conceptualización tienen, para apoyarse y reforzarse, una relación que va desde las definiciones establecidas en los tratados o las organizaciones internacionales hasta su correlato plasmado en la legislación mexicana. En esta sección, el objetivo es recuperar el debate sobre las definiciones institucionales de violencia (en este caso, aquella que fue negociada en el seno de la Organización Mundial de la Salud) y sus formas básicas o modalidades.


      En los puntos 5.1 y 5.2 del apartado cinco se analizan el concepto de violencia colectiva y dos de sus principales modalidades para entender el contexto mexicano: la violencia de las instituciones de gobierno y la violencia criminal-delincuencial.


      Finalmente, de lo teórico a lo práctico, en el punto 6 haremos una evaluación especifica de la relación entre violencia colectiva, delincuencia organizada e inseguridad en México, llamando la atención sobre algunas entidades federativas con altos niveles de distintas modalidades de violencia. Uno de los objetivos de este segmento será evaluar parte de las variaciones que ha traído la alternancia democrática en la relación entre violencia colectiva y delincuencia organizada, remarcando los retos que enfrenta la administración de Andrés M. López Obrador (2018-2024).


      2. La cuestión epistemológica: el lenguaje sobre el lenguaje


      Ya que parte de la idea de este capítulo es discutir la noción de violencia y la necesidad de hacer un mejor trabajo conceptual, teórico y metodológico, es importante resaltar que el uso del lenguaje es trascendente, pues el lenguaje es un ejercicio de síntesis, una forma de reducción de la experiencia, de encadenamiento de actos de distinción y de formas de clasificación.4


      El lenguaje requiere una serie de unidades de desagregación: las palabras, a las que no se les puede dar un uso indistinto. Nunca da lo mismo el uso de una palabra u otra en una cultura.5 El lenguaje y las palabras son formas de representación y enunciación. Para Bourdieu, sociólogo francés, se debe examinar particularmente a quién, cómo y desde dónde, habla para entender la generación, validación y circulación de los discursos.6 De acuerdo con este autor, el Estado es el único que tiene la capacidad oficial de generar “enunciados performativos”,7 es decir, crear las cosas al nombrarlas.


      Es por ello por lo que hay algo de mágico en la lengua oficial: “la especificidad del discurso de autoridad […] reside en el hecho de que no basta que sea comprendido […], sino que sólo ejerce su efecto propio cuando es reconocido como tal” … sintetiza que hay “determinadas condiciones que definen el uso legítimo: debe ser pronunciado por la persona legitimada para ello […] conocido y reconocido, habilitado y hábil para producir esa clase específica de discurso, debe ser pronunciado en una situación legítima, es decir, ante receptores legítimos” (alguien capacitado socioculturalmente para capturar y sintetizar lo previamente dicho), y “por último, debe ser enunciado en las formas (sintácticas, fonéticas, etc.,) legítimas.”(Bourdieu, 2003 [1982], pp. 24, 65 y 99).


      De forma que:


      
        	El uso de las palabras incide, en múltiples y distintos niveles que van más allá de lo lingüístico, de distintas formas, en los dispositivos de funcionamiento social. El manejo poco claro de categorías, esquemas de percepción y formas de representación llega a tener resultados profundamente negativos en el ejercicio de gobierno.


        	Hay discursos con mayor visibilidad social debido a la posición del emisor: aquellos que cuentan con más prestigio, o aquellos insertados en la estructura institucional del Estado, que tienen mejores posibilidades de que sus posturas sean recuperadas y circulen con mayor velocidad en diferentes entramados sociales. Desde esta perspectiva, se comprenden parte de las capacidades del discurso oficial. Aunque el criterio formal de los esquemas clasificatorios estatales se encuentra perfilado a través del sistema de derecho, éste no es el único campo desde el cual los discursos oficiales son posibles.


        	Entender que hay discursos y agentes sociales insertados en la estructura gubernamental del Estado con mayor grado de legitimación institucional formal en términos de emisores, contextos de enunciación y estructura discursiva ayuda a examinar los resortes básicos que idealmente guían las nociones o los conceptos que orientan a las instituciones estatales.


        	Muchos de los discursos políticos enunciados por funcionarios estatales no necesariamente son los mejor informados o usan conceptos con la capacidad explicativa más precisa.

      



        Desde esta lógica existe la necesidad de recalibrar lo epistemológico, lo cual da mejores condiciones para recuperar nuevamente la noción de violencia, no sólo en la lógica del ejercicio de gobierno, sino en la observación, medición, comparación y evaluación que hacemos como sociedad en general y como académicos.

   

      3. Un esquema macro de comprensión general: las modalidades de la violencia


      Si examinamos lo que hemos redactado hasta el momento, aparece que cuando hemos utilizado la palabra violencia, ha sido en el sentido de noción en lugar de una conceptualización precisa de ésta, y no es lo mismo noción que concepto.8


      Debido a su complejidad, el término violencia difícilmente admite una conceptualización que abarque sus múltiples dimensiones. La diferencia está en el qué, el cómo, el porqué y el para qué queremos especificar ciertas cosas sobre otras.


      Ya sea como noción o como concepto, la idea de violencia apela a lo heterogéneo. Desde ahí puede sostenerse que lo que se ha tendido a designar como violencia es relacional, polisémico, policontextual, multifactorial y multiescalar.


      Es relacional porque es derivada del adjetivo violentus “el que actúa con mucha fuerza” o “actuar con agresión” (vis / fuerza, olentus / abundancia) (Ernout y Meillet, 1960).9 Así, hablar de violencia es hablar de una forma de relación mediada por la intensidad bajo las representaciones de fuerza o agresión. La definición etimológica de la palabra violencia no nos permite indagar sobre el proceso de expansión de lo que por ella es significado. Aquí cabe la interrogación sobre lo polisémico / policontextual. Las palabras, con el uso y el tiempo cambian. Ganan o pierden sentido y significado de acuerdo con sus usos. Éstos, a su vez, dependen de los contextos.10 Así, la palabra violencia se ha utilizado para referirse a temas tan diversos como “los conflictos sociales, los llamados ‘comportamientos desviados’, las criminalidades, las guerras, la violencia política o terrorismo, la exploración colonial, la opresión en las relaciones de trabajo o el imperialismo” (Misse, 2016). A inicios del siglo XX se ubicó la palabra violencia fuera de las prácticas estatales11 y se aceptó en el campo de la Ciencia Política que el Estado no era necesariamente violento,12 sino que se caracterizaba por “el uso legítimo de la fuerza”.13


      Más allá de las definiciones etimológicas, lo que resulta clave para comprender parte de las diversas modalidades de la violencia es su caracterización funcional, que parte de la sistematización de distintos tipos de saberes,14 y que requiere analizar la violencia “con apellidos” (violencia colectiva, violencia criminal, violencia de las instituciones de gobierno, etcétera).


      Al aceptar este argumento, resulta más práctico concebir la violencia también desde lo multifactorial / multiescalar. Diversos eventos, como dos guerras mundiales en la primera mitad de siglo, múltiples conflictos internacionales de escala relativamente mediana en diversas partes del orbe, entre otros,15 incidieron en las formas de expansión, comprensión, ejercicio y confrontación (gubernamentalmente hablando o no) de la violencia y sus múltiples modalidades. Diversos factores y escalas de observación16 fueron tomados en cuenta para visibilizar, explicar y valorar la interacción entre variables, procesos y agentes sociales que se consideran parte de diversos fenómenos violentos.


      La bibliografía sobre violencia y sus modalidades es amplia y diversa. Parte de su desarrollo puede observarse en el cuadro 1.1. Desde lo espacial hasta lo instrumental, pasando por lo numérico o lo temporal, sin olvidar las diversas formas de articulación asociativa y organizacional, las formas de constitución política o clasificación jurídica, se examinó, cada vez más de cerca, lo que antes había sido un rótulo o una noción dada por sentado. Nuevas formas de conceptualización han surgido, entre ellas la que anima los desarrollos del presente libro: la violencia colectiva.


      Cuadro 1.1
(Breve e incompleta)
Taxonomía de las violencias


      
        
          
            	
              Descripción general por referentes
            

            	
              Modalidad de violencia
            

            	
              Selección de autores
            
          


          
            	
              Espacio
            

            	
              violencia urbana / violencia rural / violencia trasnacional / violencia en el Estado nación / violencia en el estado local (nivel subnacional) / violencia municipal
            

            	
              Harvey (2014 [1977]) (Harvey, 1977); Alarcón (2014) (Alarcón, 2014); Ávila (2014) (Ávila, 2014); Ramírez (Ramírez, 2001) (2001); Resa (2005) (Resa, 2005) Salahub, Gottsbacher y De Boer (2018) (Salahub et al., 2018)
            
          


          
            	
              Instrumentalidad
            

            	
              violencia simbólica / violencia física


              violencia armada / violencia no armada
            

            	
              Bourdieu (2014 [2012]) (Bourdieu, 2014); OECD (2009) (OECD, 2009)
            
          


          
            	
              Por agente social
            

            	
              violencia estatal / violencia no estatal 


              violencia individual / violencia colectiva 


              violencia Familiar / violencia comunitaria
            

            	
              Astorga (2000) (Astorga, 2000); Huggins, Haritos, Zimbardo (2002) (Huggins et al., 2002); Krug et al. (2002) (Krug et al., 2002); Tilly (2003) (Tilly, 2003); Reynolds (2000) (Reynolds, 2000); Álvarez (2013) (Álvarez, 2013)
            
          


          
            	
              Por intensidad – temporalidad
            

            	
              violencia crónica / violencia episódica 


              violencia sistémica / violencia circunstancial
            

            	
              Adams (2011) (Adams et al., 2011); Paulle (2013) (Paulle, 2013); Galtung (1969) (Galtung, 1969)
            
          


          
            	
              Por forma de articulación
            

            	
              violencia organizada / violencia no organizada / 


              violencia interpersonal / violencia autoinfligida / violencia colectiva
            

            	
              Kaldor (1999) (Kaldor, 1999); Allansson, Melander, Themnér (2017) (Allansson et al., 2017); Krug et al. (2002) (Krug et al., 2002)
            
          


          
            	
              Por constitución política / clasificación jurídica
            

            	
              violencia política / violencia estatal 


              violencia criminal / violencia antiestatal (grupos guerrilleros) / violencia proestatal (grupos paramilitares)
            

            	
              Weber (2008 [1921]) (Weber, 2008); Elias (2008 [1970]) (Elias, 2008) Apter (1997) (Apter, 1997); Riedel y Welsh (2002) (Riedel y Welsh, 2002); González (2014) (González, 2014); Duncan (2006) (Duncan, 2006)
            
          


          
            	
              Por afectaciones a la vida y/o el patrimonio
            

            	
              violencia letal / violencia no letal 


              violencia predatoria / violencia criminal
            

            	
              Zimring, Hawkins (1997) (Zimring y Hawkins, 1997); Grossman (1997 [1995]) (Grossman, 1996)
            
          


          
            	
              Por edad y género
            

            	
              violencia infantil / violencia juvenil 


              violencia masculina / violencia femenina
            

            	
              Ramos-Lira (2014) (Ramos-Lira, 2014); Reguillo (2008) (Reguillo, 2008); Valenzuela (2015) (Valenzuela, 2015); DeKeseredy y Schwarts (2004) (DeKeseredy y Schwarts, 2004); Salazar (1993) (Salazar, 1993)
            
          


        
        
      

  Fuente: Elaboración propia (Alarcón, 2018).

      Apenas enunciadas por cuestiones de espacio, todas estas formas de conceptualización nos hablan de modalidades diversas para comprender la violencia. Así desplegadas permiten una mirada de conjunto. Provienen de diversos autores: si pensamos en profesiones y profesionales, abogados, políticos, médicos o sociólogos están entre sus principales sustentantes. Y si pensamos en nichos institucionales que las sustentan, aparecen entidades académicas, agencias gubernamentales o divisiones de poder estatal (instituciones de procuración de justicia, cuerpos legislativos del Estado, Cortes, etcétera) e incluso, organizaciones internacionales de distintos signos y orientaciones (como la Organización de las Naciones Unidas (ONU), la Organización Mundial de la Salud (OMS), el Banco Mundial (BM), entre otras).


      Se trata de formas teorizadas de violencia. En esta categorización, la violencia colectiva es una forma de caracterización de violencia en la que pueden articularse, o no, numérica, política, económica o criminalmente diversos agentes sociales. Ha llegado el momento de concentrarnos en el concepto de violencia colectiva y sus derivaciones prácticas.


      4. Los derechos humanos y la violencia colectiva


      Asegurar el respeto universal y efectivo de los derechos humanos es compromiso de los Estados, los cuales deben esforzarse por lograr ese “ideal común” civilizatorio expresado en la Declaración Universal de Derechos Humanos (10 de diciembre de 1948). El artículo 3 de ese documento señala que “todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”. Y el 5 establece que “nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes”. El artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consigna, a partir de las reformas de 2011, que “el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley”. Sobre el derecho a la vida, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en México (CNDH) anota que debe conceptualizarse en dos sentidos: “a) Como una obligación para el Estado de respetar la vida dentro del ejercicio de sus funciones; y b) Como una limitación al actuar de los particulares, para que ninguna persona prive de la vida a otra”.


      El Estado mexicano no ha cumplido de manera satisfactoria esa obligación. Sin embargo, es frecuente reconocer que hay grupos de particulares organizados para delinquir que violan sistemáticamente los derechos fundamentales. Hay agentes estatales y no estatales que, por mandato expreso de sus superiores jerárquicos, por sí mismos o en contubernio, cometen actos contra los derechos humanos. El uso de la fuerza física o armada para quitarle la vida a una persona, o grupos de personas, es el ejemplo extremo de la manifestación de la violencia, de una relación de poder donde el victimario decide quién, cómo, cuándo, dónde y de qué manera elimina al otro. Hay otras modalidades de la violencia que no implican la aniquilación inmediata del otro, pero que no por ello son menos importantes, como la esclavitud, la tortura, el secuestro, las desapariciones y los desplazamientos forzados, por ejemplo. Quienes las cometen hacen uso de un poder de vida y muerte sobre sus víctimas.


      La violencia y sus modalidades, como realidad y preocupación social, debe ser, cada vez más, objeto de una reflexión plural más profunda sobre sus causas y consecuencias multifactoriales, así como sobre las medidas que podrían ponerse en práctica para reducirla. La academia, las organizaciones de la sociedad civil, los gobiernos y los organismos internacionales se han ocupado del estudio del fenómeno, siguen investigándolo y elaborando propuestas. Destacamos una de ellas en el ámbito internacional: la 49ª Asamblea Mundial de la Salud (AMS) llevada a cabo en 1996, que adoptó una resolución (WHA 49.25) en la cual “declara que la violencia es un importante problema de salud pública en todo el mundo” (Krug et al., 2003, p. 381).


      El “Informe Mundial sobre la violencia y la salud”, publicado por la Organización Mundial de la Salud en 2003, señala que la violencia es una constante de la experiencia humana, pero también que ha habido pensamientos, propuestas y acciones emanadas de la religión, la filosofía, la jurisprudencia y las comunidades para prevenirla o limitarla. Habría que agregar que también los ha habido para exacerbarla, como lo muestran innumerables ejemplos históricos.


      La OMS define la violencia como “el uso intencional de la fuerza o el poder físico, de hecho o como amenaza, contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo o privaciones”. La OMS establece una clasificación de tres tipos de violencia: la autoinfligida, la interpersonal y la colectiva. Dicha clasificación es una respuesta a la petición hecha a la OMS por la AMS para que elaborara una tipología de la violencia. La autoinfligida incluye el comportamiento suicida y las autolesiones. La interpersonal tiene que ver con el ámbito familiar o de pareja y la comunidad. Y la colectiva la subdivide en social, política y económica. El Informe señala que dicha clasificación no tiene aceptación universal y que hay evidentes problemas en la investigación y en la práctica para establecer líneas divisorias claras entre esas clasificaciones.


      4.1. La violencia colectiva: definición y formas básicas


      De acuerdo con la OMS, la violencia colectiva se define de la siguiente manera: “el uso de la violencia como instrumento por parte de personas que se identifican a sí mismas como miembros de un grupo —ya sea transitorio o con una identidad más permanente— contra otro grupo o conjunto de individuos para lograr objetivos políticos, económicos o sociales”.


      El Informe menciona varias causas de violencia colectiva, entre las cuales se encuentran las guerras, el terrorismo, los conflictos políticos, el genocidio, las desapariciones, la tortura, y actos de la delincuencia organizada y de otros grupos delincuenciales. La violencia colectiva se refiere a la cometida por “grupos más grandes de individuos”, cuyos límites máximos y mínimos no especifica, o por el Estado.


      La violencia colectiva social incluye “los actos delictivos de odio cometidos por grupos organizados, las acciones terroristas y la violencia de masas”. La violencia política tiene que ver con “la guerra y otros conflictos violentos afines, la violencia del Estado y actos similares llevados a cabo por grupos más grandes. La violencia económica comprende los ataques por parte de grupos más grandes motivados por el afán de lucro económico”. ¿Pero, a partir de cuántos individuos se adquiere el estatus de “grupo más grande”? No se dice. El límite será necesariamente arbitrario.


      En realidad, todas las manifestaciones de violencia son generadas por individuos o grupos sociales, lo que sucede es que sus acciones y objetivos pueden tener mayores repercusiones o estar motivados por influir más en un campo determinado. Por ejemplo, un grupo de traficantes de drogas ilegales, es decir, un grupo social particular de transgresores de la ley, puede tener simultáneamente objetivos de tipo social, económico y político, o concentrarse sólo en uno o dos de los anteriores. La violencia armada de guerrillas, paramilitares y grupos políticos o religiosos radicales, también. Las diferencias dependen de la manera en que se articulan los intereses de los agentes sociales y se manifiestan en acciones materiales y simbólicas en los campos social, económico y político en cada contexto histórico.


      La modalidad más extrema de violencia, la violencia homicida, se concentra particularmente en ciertos grupos de edad. El Informe de la OMS de 2003 anotó que una de las principales causas de muerte en todo el mundo de la población de 15 a 44 años en ese momento era precisamente la violencia. El Informe sobre la situación mundial de la prevención de la violencia 2014, publicado por la OMS, la UNODC y el PNUD, señaló que para los varones en ese mismo grupo de edad, en 2012, el homicidio fue la tercera causa principal de muerte. Los costos que tiene la violencia, particularmente la violencia colectiva en la salud mental de las poblaciones, se amplía en un siguiente capítulo de la obra. Por lo pronto puede subrayarse que si bien la OMS destaca que la salud pública, esfera de su competencia, se ve afectada por la violencia, es innegable que, según las clasificaciones de la misma institución, la violencia implica también inseguridad y va más allá del ámbito de la salud pública.


      5.1. La violencia de las instituciones de gobierno


      Se ha mencionado que entre los agentes capaces de ejercer violencia colectiva se encuentra el Estado. El uso de la noción de “violencia de las instituciones de gobierno” busca separarse de visiones modélicas sobre el funcionamiento del Estado. Aunque desde los estudios clásicos de la Ciencia Política se ha repetido sistemáticamente que una de las principales funciones de los Estados es el “monopolio legítimo de la violencia”,17 esto, por múltiples y muy distintas razones, no ha sido así en ningún lugar del mundo.18


      Autores como Migdal (2011) han llevado a cabo una reconceptualización sobre el Estado y su relación con la violencia y sus diferentes modalidades. Este autor habla del Estado en la sociedad y la sociedad en el Estado: ambos se condicionan recíprocamente (pp. 3-38). Desde su propuesta se perfila una manera más flexible y propositiva para entender la relación Estado-violencia:


      El Estado es un campo de poder marcado por el uso y la amenaza de violencia y conformado por: 1) La imagen de una organización dominante coherente en un territorio que es una representación de las personas que pertenecen a ese territorio; y 2) Las prácticas reales en sus múltiples partes (Migdal, 2011, p. 34, énfasis nuestro).


      La definición de Migdal, y los elementos resaltados en esta, ayudan a evidenciar algo acerca de la violencia ejercida por las instituciones estatales:19 el Estado, lejos del monopolio que idealmente le atribuyen ciertos teóricos, es también un generador de prácticas violentas en aras de imponer su propio domino o sus propias nociones de orden. A pesar de la relevancia de esta afirmación, es necesario reconocer que estas prácticas violentas tampoco han sido homogéneas ni espacial, ni temporal, ni organizacionalmente. No han recaído uniformemente sobre todos los contingentes poblacionales por edad, género u ocupación. Es por ello que debemos ser más precisos y apuntar ciertas distinciones más específicas.


      Con la proposición del concepto de “violencia de las instituciones de gobierno”, lo que se busca es recalcar que en ciertos contextos sociohistóricos, circunstancias, enclaves territoriales y frente a ciertas formas de interacción social, política o comercial, integrantes de algunas de las instituciones de gobierno (que administrativamente sustentan la idea de Estado) son más proclives a generar violencia de distintos tipos o modalidades.


      El término de “violencia de las instituciones de gobierno” es un constructo conceptual que puede ser más específico al momento de evaluar lo que se ha denominado violencia de Estado. Al utilizarlo es posible replantear posturas que homologan un funcionamiento uniformemente violento de todas las estructuras administrativas de gobierno en todos sus niveles, ámbitos burocráticos y circunstancias. También permite reubicar y señalar con mayor precisión cuáles son las instituciones gubernamentales que participan en modalidades de violencia específicas. Partiendo de las instituciones identificadas, es posible examinar cuáles son las atribuciones, formales e informales, que cada una de estas instituciones posee sobre tipos algunos de población, pautas de actividad y enclaves espaciales.


      Así, al referirnos a la “violencia por las instituciones de gobierno”, el foco de atención se dirige a las condiciones prácticas del ejercicio del poder estatal en la imposición de sus propios esquemas de regulación, partiendo del reconocimiento que este ejercicio de poder es imperfecto frente a la ley, geográficamente heterogéneo, y variable respecto a los patrones socioculturales imperantes en regiones específicas. En la experiencia mexicana, los referentes centrales, que no exclusivos, son los integrantes de las agencias gubernamentales para el reforzamiento de las leyes, que abarcan a los distintos cuerpos policiales, Ejército, Marina y agencias de procuración de justicia. Con ejemplos prácticos, sobre esto volveremos más adelante.


      5.2. La violencia criminal / delincuencial


      Dentro de las causas de violencia colectiva, y cuando menos frente al caso mexicano, la modalidad de violencia criminal / delincuencial es una de sus expresiones más relevantes. Recientemente destaca, por sus enormes niveles de complejidad y afectación social, la violencia que se deriva de la actuación de las organizaciones delictivas que operan en el país. Y si bien esto es válido por lo general, no pueden omitirse algunas precisiones adicionales.


      La primera precisión parte del interrogarse sobre los mecanismos sociales mediante los cuales esta modalidad de violencia se configura; la segunda, sobre una definición básica; la tercera, sobre sus dimensiones específicas.


      La reflexión de Riedel y Welsh (2002, pp. 3-4) nos permite contestar al primer interrogante. El criterio básico para aproximarnos a lo que se entenderá aquí como violencia criminal / delincuencial es su relación con la ley. “Sin la ley”, señalan estos autores, “la violencia puede ser indignante, inmoral, deprimente, perjudicial y lamentable, pero no sería un crimen”.


      Una primera observación en este punto: hay modalidades de violencia que son jurídicamente neutrales, pero ello no significa que dejen de ser individual o socialmente graves, y muchas de estas modalidades de violencia escapan a las formas de estimación gubernamental. Aquí pueden insertarse la dimensión subjetiva de la vivencia y las narrativas de la violencia.20


      Siguiendo los razonamientos de estos autores puede proponerse que la violencia criminal son todos aquellos actos, cursos de acción, comportamientos y formas de asociación clasificados como violentos por parte de los códigos jurídicos de los Estados. En estos códigos se establecen las tipologías de los elementos constitutivos, agravantes y atenuantes mediante las cuales se acreditan y establecen los sistemas de sanción formalmente avalados por segmentos específicos y agencias concretas dentro de la estructura administrativa del Estado. Desde ahí ligamos la segunda observación: la definición oficial de lo que puede o no ser considerado como violencia criminal-delincuencial está determinada por los criterios de clasificación estatal.21


      La pregunta sobre sus dimensiones específicas es más compleja. Si pensamos en tipos de delitos que son catalogados jurídicamente con el agravante de violentos, aparecen el robo, el homicidio, el secuestro, la violencia sexual, el daño en propiedad ajena, etcétera. Ellos son medidos con mayor o menor nivel de éxito o subregistro a partir de indicadores definidos gubernamentalmente.


      Ahora bien, si en lugar de tipos de delito pensamos en formas de asociación, aparece toda una variedad de agrupaciones humanas, con distintos tipos de coherencia estructural, lealtad asociativa, niveles de organización y participación, en distintos delitos que pueden configurar a su vez múltiples mercados ilegales.22


      Estas agrupaciones han recibido distintos nombres, se despliegan territorialmente de forma diversa y son confrontados diferencialmente por parte de las instituciones estatales. Además, ejercen modalidades diversas de violencia que se pueden desagregar en lo que aquí se ha denominado violencia criminal.


      Por su peso específico en México, la figura jurídica de “delincuencia organizada” y las organizaciones delincuenciales tipificadas bajo esta figura han sido las que más han llamado la atención en el debate público.


      6. Violencia colectiva, delincuencia organizada e inseguridad en México


      Desde hace varios años, y particularmente por los resultados no sólo negativos sino desastrosos en términos de seguridad en las últimas administraciones, en México se ha incrementado la preocupación social por los niveles de violencia homicida y otras modalidades, y por las acciones de agentes sociales estatales y no estatales como responsables o presuntos responsables. Felipe Calderón tomó posesión como presidente de México el 1 de diciembre de 2006; diez días más tarde, el gobierno federal anunció el inicio de la llamada “Operación Conjunta Michoacán” con un despliegue de más de cinco mil militares y más de mil agentes de la policía federal. Para 2007, durante los primeros cien días de gobierno, también se habían puesto en marcha operativos conjuntos en Guerrero, Baja California, Sinaloa, Chihuahua, Durango, Nuevo León y Tamaulipas.


      La mayor parte de la violencia homicida se ha asociado con las acciones de grupos de traficantes de drogas y de otras actividades delictivas caracterizadas, a partir de un determinado momento histórico, bajo el rubro de “delincuencia organizada” y con las acciones de las fuerzas de seguridad del Estado en contra de esos transgresores de la ley o presuntos transgresores.


      En términos generales no hubo una relación directa inmediata entre el despliegue de las fuerzas federales de seguridad en lo que el presidente Calderón llamó “guerra contra la delincuencia” y el incremento de la tasa de homicidios; según el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública (SESNSP, 2021), la tasa de homicidio doloso por cien mil habitantes en México en 2007 fue 9.34, la más baja desde 1997 (17.35), menor incluso que las tasas durante la administración de Vicente Fox (2000-2006), cuyos valores fueron 13.73 en 2000 y 10.89 en 2006. Sin embargo, sí hubo incrementos en años posteriores: 11.82 en 2008 y 19.75 en 2011.


      Otras fuentes muestran tendencias similares. Según la base de datos de estadísticas de homicidios internacionales de la UNODC en la que se basa el Banco Mundial (Banco Mundial, 2020), en 1995 la tasa de homicidios intencionales por cien mil habitantes en México fue de 16.9. Hubo una baja continua hasta 2004 (8.6) y subió a 9 en 2005 y a 9.4 en 2006; luego cayó a 7.8 en 2007. La tasa se elevó a 22.6 en 2011 y descendió a 16 en 2014. El INEGI calculó una tasa de 25 en 2017, pero de homicidios totales (INEGI, 2017). En ese mismo año las víctimas de homicidio (31,174) fueron en su mayoría hombres (27,771), y las causas fueron en primer lugar “agresión con disparo de otras armas de fuego, y las no especificadas” (18,443), pero si sumamos todas las clasificaciones que incluyen armas de fuego, el número se eleva a 19,603. Le siguen “agresión con objeto cortante” (3,328) y “agresión por ahorcamiento, estrangulamiento y sofocación” (1,537). Los datos indican que esta tendencia a la alza persistió durante el 2018, llegando a 33,341 víctimas de homicidio doloso (SESNSP, 2021). En 2020 fueron asesinadas 35,644 personas, denotando una ligera disminución respecto al 2019, año en el que se contabilizaron 36,065 víctimas. Los datos correspondientes a 2021 sugieren que la tasa de homicidios en el país a lo largo de ese año se ubicó en 26 por 100 mil habitantes (Sánchez y Osorio, 2022; SSPC, 2022).


      Otras estimaciones muestran una secuencia más amplia (Botello, 2019), por ejemplo, en 1940, la tasa de homicidios por cien mil habitantes fue 67.04, descendió lentamente a 25.48 en 1962, y llegó a 9.90 en 1969; osciló entre 13.17 y 18.29 en la década 1970-1980, entre 17.26 y 21.17 en 1980-1990, y entre 11.02 y 19.70 en 1990-2000. La tasa de 2017 reportada por el INEGI es similar a la de 1962. En este último año y en años anteriores, no hubo operativos de las fuerzas de seguridad federales iniciadas en 2007. Tampoco las organizaciones delincuenciales dedicadas al tráfico de drogas en esa época tenían tanto poder económico y de fuego, ni la autonomía relativa respecto del poder político que se observará posteriormente, de manera paulatina, con la alternancia partidista en puestos de gobierno en diferentes niveles de la administración pública.


      En las últimas administraciones ha habido incrementos y decrementos de las tasas de homicidio en contextos de operativos de las fuerzas de seguridad federales, lo cual apunta a la inclusión necesaria de otros indicadores, además del anterior, para tratar de explicar de mejor manera esos cambios en las tasas.


      Veamos algunos antecedentes históricos de los orígenes de un fenómeno que sigue creciendo, y cuyo impacto negativo en términos de homicidios dolosos e inseguridad parece incontenible. En México, la prohibición del cultivo, procesamiento y comercialización de la mariguana se estableció el 15 de marzo de 1920, cuando el gobierno de Álvaro Obregón promulgó un documento, publicado en el Diario Oficial, titulado “Disposiciones sobre el cultivo y comercio de productos que degeneran la raza”. La prohibición de la adormidera fue consignada en el capítulo sexto sobre “drogas enervantes” del Código Sanitario del 8 de junio de 1926 (gobierno de Plutarco Elías Calles), particularmente en el artículo 202, que dice: “Queda prohibido en la República Mexicana, el cultivo de la marihuana y el de la adormidera”. El título séptimo del Código Penal Federal (CPF) del 14 de agosto de 1931 (gobierno de Pascual Ortiz Rubio) consignó los llamados “delitos contra la salud”.


      Desde esos años, y durante varias décadas, el negocio de las drogas ilegales no se caracterizó por la violencia. Existió, pero fue esporádica. El Estado autoritario posrevolucionario impuso con éxito un esquema de subordinación, control y protección sobre los traficantes. La violencia más intensa y frecuente relacionada con las organizaciones de traficantes se empezó a observar más claramente a finales de los años 60 del siglo XX en adelante, y se daba principalmente entre grupos de traficantes rivales, raras veces contra policías y militares, y, en general, no contra la sociedad civil ajena a sus negocios.


      La violencia generada por instituciones estatales en la historia del México posrevolucionario se dio principalmente contra opositores políticos y movimientos sociales críticos del Estado autoritario del partido hegemónico. Como ejemplo puede citarse la violencia ejercida contra estudiantes el 2 de octubre de 1968 (Tlatelolco) y el 10 de junio de 1971 (Jueves de Corpus), y contra grupos guerrilleros en los años setenta.


      También se manifestó en los operativos antidrogas, principalmente contra cultivadores de plantas prohibidas, de manera intensa a partir de la llamada “Operación Cóndor” de los años 70, en los estados de Sinaloa, Chihuahua y Durango, con un gran despliegue militar; unos diez mil elementos, según información de la época. A raíz de esas acciones, en Sinaloa surgieron defensores de los derechos humanos de las víctimas de esa violencia que fueron objeto de detenciones, encarcelamiento, desapariciones forzadas, desplazamiento y tortura, con poco eco en el resto de la sociedad. Tenía más visibilidad, y era considerada más importante en ese momento, la violencia estatal contra la oposición política que contra campesinos u otros grupos sociales vulnerables.


      En al ámbito internacional, particularmente en Estados Unidos, el tema del tráfico de drogas ilegales, organizaciones delictivas y seguridad adquirió cada vez mayor relevancia. El 8 de abril de 1986, el presidente Ronald Reagan firmó un documento llamado National Security Decision Directive Number 221, en el cual señaló al tráfico de drogas como un problema internacional con impacto importante en la aplicación de la ley, la salud pública, y como amenaza a la seguridad nacional de Estados Unidos (House, 1986). Esta amenaza era importante en los países donde el auge del tráfico de drogas se combinaba con la presencia de “organizaciones delictivas internacionales de traficantes”, “insurgencia rural” y “terroristas urbanos”. El documento mencionaba que el tráfico estaba “inevitablemente acompañado por el incremento de los índices de violencia”, y que en muchos países las mismas redes de traficantes de drogas eran las que introducían armas de manera ilegal. Para implementar la política de Estados Unidos de “ayuda” a otros países, con miras al control de ese fenómeno, se mencionaban las tareas encomendadas a varias secretarías de Estado, en particular el Departamento de Defensa, de tal manera que sus fuerzas militares de estuvieran facultadas para apoyar los esfuerzos antidroga “de manera más activa” y “consistente con el mantenimiento de la preparación para la fuerza y el entrenamiento”. La directiva fue un punto de quiebre al considerar el tráfico de drogas ilegales como un asunto de seguridad nacional, y abrió más claramente las puertas a una mayor participación de las fuerzas armadas en asuntos de seguridad interna de países relacionados con el circuito económico de esas drogas.


      La medida del gobierno de Estados Unidos también tuvo impacto en el contenido de los mecanismos de regulación internacional de las sustancias psicoactivas elaborados por la ONU. En 1988 se llevó a cabo la llamada “Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas”, era la tercera después de las de 1961 y 1971. En ese documento se habla de “actividades delictivas organizadas”, “actividad delictiva internacional” y de “organizaciones delictivas transnacionales” que representan una amenaza a “la estabilidad, la seguridad y la soberanía de los Estados” (ONU, 1988).


      Se reconoció la responsabilidad de los Estados para “erradicar” el tráfico ilícito, así como la necesidad de entablar acciones coordinadas de cooperación internacional para lograr ese objetivo. De acuerdo con esos lineamientos, en 1993 se introdujo por primera vez en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el artículo 16, la noción de “delincuencia organizada”, sin especificar su contenido. Tres años después, en 1996, se promulgó en México la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada (LFDO).


      El artículo 2 de dicha Ley estableció una lista de delitos y el número mínimo de personas que serían consideradas como “delincuencia organizada”: “Cuando tres o más personas acuerden organizarse o se organicen para realizar, en forma permanente o reiterada, conductas que por sí o unidas a otras, tienen como fin o resultado cometer alguno o algunos de los delitos siguientes, serán sancionadas por ese solo hecho, como miembros de la delincuencia organizada”. En la lista de delitos fueron incluidos el terrorismo, delitos contra la salud, secuestro, acopio y tráfico de armas, tráfico de indocumentados y de órganos, operaciones con recursos de procedencia ilícita, etcétera. La reforma a la LFDO de 2009 modificó levemente la redacción del artículo 2: “Cuando tres o más personas se organicen de hecho para realizar…”, y agregó más delitos a la lista.


      La “delincuencia organizada” es la traducción al español en lenguaje jurídico de lo que en Estados Unidos se conoce como organized crime. El uso regular de este último término, según Klaus von Lampe, se relaciona con los miembros de la denominada Chicago Crime Commission, fundada en 1919 por empresarios, banqueros y abogados (Von Lampe, 2001, p. 104).


      En México, la figura jurídica es “delincuencia organizada”, no “crimen organizado”. Sin embargo, en el lenguaje cotidiano, e incluso en el oficial, se emplean ambos términos de manera indistinta. Las palabras “crimen” y “criminal” no están en el Código Penal Federal de México (CPF), el Código Federal de Procedimientos Penales (CFPP) ni en el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP).


      El gobierno mexicano no cuenta con un censo conocido de la cantidad de grupos que podrían ser considerados como “delincuencia organizada” en el país. Tomando en cuenta el número mínimo de miembros, las actividades que señala la LFDO, y la proliferación de organizaciones delictivas que podrían ser consideradas como “delincuencia organizada”, el número es sin duda grande. Es frecuente que las autoridades policiales atribuyan una gran cantidad de homicidios dolosos, sobre todo los cometidos con armas de fuego de alto poder, a una pluralidad de nombres de presuntas organizaciones delictivas que llevan a cabo sus actividades en diferentes lugares del país. Destacan particularmente las que cometen lo que en términos jurídicos se denominan “delitos contra la salud”, aunque también ejecutan otros contemplados en la LFDO como parte de sus actividades.


      Los enfrentamientos armados entre organizaciones delictivas y de éstas contra las fuerzas de seguridad del Estado, así como la violencia voluntaria e involuntaria de ambas contra grupos sociales ajenos a esas luchas, han engrosado las estadísticas de los homicidios dolosos en México.


      Las autoridades responsabilizan a las organizaciones delictivas por el aumento de esa violencia colectiva. Sin embargo, en la sociedad civil hay grupos que atribuyen esos resultados a malas decisiones políticas en materia de seguridad, que han implicado una participación creciente de militares en asuntos de seguridad pública, y culpan a los presidentes que han tomado esas decisiones y a los propios agentes estatales por los niveles de violencia homicida. Se han documentado casos de homicidios dolosos cometidos por agentes estatales en contextos de acciones contra la delincuencia organizada, pero no hay evidencia de que la mayor parte de los que registran las estadísticas sea su responsabilidad exclusiva.


      En otros delitos que implican violencia colectiva, la CNDH ha documentado casos de desapariciones forzadas, por ejemplo, en Guerrero en los años 60 y 70, donde las víctimas fueron “grupos que habían tomado las armas y que incurrieron también en conductas ilícitas”, y los victimarios fueron agentes estatales de la Dirección Federal de Seguridad, la PGR, el Ejército, la Procuraduría y la policía del DF, y la Procuraduría del Estado de México. En Iguala, Guerrero, los días 26 y 27 de septiembre de 2014, la Oficina Especial Caso Iguala de la CNDH confirmó que hubo una “colusión de, al menos, autoridades políticas y policiales del municipio de Iguala y autoridades policiales de Cocula y Huitzuco, Guerrero, con la delincuencia organizada dedicada al tráfico ilícito de drogas y al secuestro”. El resultado fue “la privación de la vida de 6 personas, la lesión de otras 38, y la desaparición de 43 estudiantes de la Escuela Normal Rural ‘Raúl Isidro Burgos’ de Ayotzinapa”.


      Desde principios de los años 80 hasta 2015, entre los 33,993 casos de personas desaparecidas —de acuerdo con las cifras del Registro Nacional de Datos de Personas Extraviadas o Desaparecidas— hay otros casos en los que los quejosos han atribuido desapariciones forzadas a quienes identifican como servidores públicos federales, estatales o municipales, o como miembros de la delincuencia organizada, y otros más donde no hay precisión sobre los agentes participantes (CNDH, 2017, pp. 42, 44-46, 97).


      El informe de la CNDH sobre Guerrero es otro ejemplo claro de la distancia entre el ideal weberiano del monopolio legítimo de la fuerza por parte del Estado y la realidad. En esa entidad federativa es común, y está ampliamente extendida, la indefensión de una gran parte de la población ante grupos delictivos y agentes estatales violentos, también sometida a violaciones de derechos humanos por grupos de autodefensa, creados presuntamente para brindar seguridad a la población y evitar los secuestros, homicidios, extorsiones y desplazamientos forzados de las poblaciones victimizadas ante la ineficacia de las autoridades estatales y municipales de Guerrero. La CNDH registró en 2013, durante el gobierno de Ángel Aguirre (PRD), la presencia de seis grupos de autodefensas en siete regiones y en 46 de los 81 municipios de Guerrero. Señaló también que el número de víctimas directas de la delincuencia reportadas en ese informe fue 210, 90 indirectas y 2,193 víctimas por desplazamiento forzado (CNDH, 2013, pp. 9, 11-12, 14-15, 70, 75-76, 82).


      La CNDH considera que el gobierno del estado de Guerrero ha abdicado su responsabilidad en materia de seguridad y ha legalizado, y legitimado, a organizaciones civiles armadas llamadas policías comunitarias o autodefensas. Los problemas que observó —y que no resuelven de la mejor manera la situación de la indefensión de la población ni han evitado la violencia colectiva generada por agentes estatales y no estatales— fueron, entre otros: “la legitimación del abandono a través de diversas leyes estatales y celebración de convenios que permiten un estado de ambigüedad y de indefinición de competencias, y la actuación permisiva del gobierno del estado que ha financiado a la CRAC (Coordinadora Regional de Autoridades Comunitarias, con presencia en 15 municipios) y a la UPOEG (Unión de Pueblos Organizados del Estado de Guerrero, con presencia en 21 municipios), y que ha apoyado políticamente a las autodefensas”.


      La CNDH señaló de manera enfática que “le corresponde al Gobierno del estado recobrar las funciones de seguridad pública en los 46 municipios que tienen presencia de estos grupos, así como en todas las demarcaciones políticas de dicha entidad en donde impera la delincuencia, en términos del artículo 21 constitucional”. Y remarcó los riesgos de no cumplir con el mandato constitucional y darles cobertura legal a los hechos consumados: “El peligro de legalizar la ausencia del Estado es tan dañino como la ausencia del Estado mismo”. En ese contexto estatal tuvo lugar en Iguala la desaparición forzada de los estudiantes de la Escuela Normal Rural Raúl Isidro Burgos de Ayotzinapa en septiembre de 2014.


      Otro informe de la CNDH sobre desplazamiento forzado interno señala varias causas que se han observado desde hace medio siglo: “temas religiosos, violaciones a derechos humanos, desastres naturales, enfrentamientos entre grupos de la delincuencia organizada, grupos de autodefensa, actividad periodística en México y proyectos de desarrollo”. Anota varios ejemplos, entre los cuales están los efectos de las acciones militares ordenadas por el gobierno mexicano en 1994 contra el alzamiento armado del llamado Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) en Chiapas; desplazamientos de indígenas tzotziles en el mismo estado en los años 70 por conflictos religiosos; y en 1995 y 1997 en las zonas Norte y Altos de Chiapas por la violencia de grupos paramilitares. Destaca también casos de numerosos grupos de personas que han tenido que abandonar su lugar de residencia habitual a causa de agresiones de grupos de la delincuencia organizada en varios estados del país —como Sinaloa, Guerrero, Michoacán, Chihuahua, Veracruz, Colima, Tamaulipas, etcétera— a causa de homicidios, secuestros, extorsiones, amenazas y destrucción de sus casas (CNDH, 2016, pp. 42-44).


      Durante el gobierno de Felipe Calderón se generó información estadística que buscaba relacionar una parte de las cifras de homicidio doloso con los enfrentamientos entre organizaciones delictivas, y de éstas contra las fuerzas de seguridad. Así, por ejemplo, teniendo como punto de partida información contenida en una base de datos filtrada de manera anónima al Programa de Política de Drogas del CIDE (CIDE-PPD) a principios de la administración Peña (2012-2018) (objeto, dicen investigadores de dicho programa, de un “ejercicio sistemático de validación y codificación”); y luego de realizar un análisis comparativo con una similar hecha pública por la Oficina de la Presidencia de la República durante la administración de Felipe Calderón (2006-2012) en enero de 2011 y PGR en 2012, ha sido posible estimar la cantidad de homicidios presuntamente vinculados con diversas organizaciones delictivas en México de diciembre de 2006 a noviembre de 2011, clasificados originalmente en la base de datos oficial como “fallecimientos ocurridos por presunta rivalidad delincuencial”.


      Entre las organizaciones delictivas a cuyos enfrentamientos se atribuyen una gran cantidad de homicidios en ese periodo destacan las multicitadas en los medios de comunicación, algunas autonombradas y otras etiquetadas por las propias autoridades: “Sinaloa”, “Juárez”, “Beltrán Leyva”, “Zetas”, “Golfo”, “Familia”, y “Templarios”. El gobierno federal dio por terminado ese tipo de registro por considerarlo un “experimento fallido”, según declaraciones de Jaime López Aranda, titular en ese tiempo del Centro de Información del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en 2012. Agregó que las categorías de clasificación utilizadas, como “ejecutado” y “homicidios relacionados con delincuencia organizada” no podían usarse por no estar tipificadas en la ley.


      La Oficina de la Presidencia señaló que “el concepto de ejecuciones en lo sucesivo se nombrará como Homicidios, privilegiando el concepto jurídico como se interpreta en los códigos penales” (Atuesta et al., 2016, pp. 7, 41). Las clasificaciones originales correspondían a criterios propios del grupo interinstitucional creado en 2009 por el gobierno federal que proporcionó los insumos para esa base de datos, conformado por la SEDENA, SEMAR, SEGOB-CISEN y PGR-CENAPI. Era su manera de registrar y codificar los episodios de violencia homicida colectiva, sus modalidades, y de repartir presuntas responsabilidades entre diversos agentes sociales, algunos de los cuales dejaban mensajes escritos con el nombre de la organización delictiva a la que se adjudicaban los homicidios.


      Hay casos donde se ha comprobado la comisión de masacres por organizaciones delictivas contra rivales y grupos de población ajenos a sus actividades, y de enfrentamientos brutales entre ellas con resultados letales. Un ejemplo es lo que hacía la organización delictiva conocida como “Los Zetas” en lugares como el penal de Piedras Negras, Coahuila, donde cometía homicidios y reducía los cuerpos a cenizas, entre otras atrocidades. Pero no lo hicieron sin complicidades de agentes estatales, según revelan informes de las acciones violentas perpetradas por esa organización delictiva extremadamente sanguinaria en Coahuila y Tamaulipas: “Los Zetas utilizaron recursos e instalaciones públicas para fines criminales con el conocimiento, consentimiento y colaboración de agentes e instituciones del Estado como parte de una política criminal para atacar a población civil, fortalecer la estructura del grupo criminal y proveer capacidades logísticas e insumos destinados a la operación criminal”.


      Sobre la masacre de 72 migrantes en San Fernando, Tamaulipas, y la desaparición de un número indeterminado de personas en Allende, Coahuila, uno de los informes señala que “ambas tragedias fueron ordenadas por la organización criminal de Los Zetas”, y agrega que hubo por lo menos tres factores principales para que eso sucediera: un fuerte control territorial de esa organización delictiva en algunas regiones de ambos estados, los enfrentamientos letales contra sus rivales de la organización del Golfo, y “la complicidad de algunos agentes del Estado, complementada con la indiferencia, ineficiencia y/o debilidad de otras dependencias” (Aguayo y Dayán, 2018, p. 58; Aguayo, 2017, pp. 9-10).


      Otro informe más amplio, del 1 de diciembre de 2006 al 31 de diciembre de 2015, de la organización Open Society Foundation, que incluyó el análisis de homicidios, desapariciones y tortura en los estados de Querétaro, Oaxaca, Coahuila, Guerrero y Nuevo León, señaló: “hemos concluido que existen fundamentos razonables para considerar que existen actores tanto estatales como no estatales que han cometido crímenes de lesa humanidad en México” (Open Society Foundation, 2016, p. 10).23 En el caso de los agentes no estatales, en el informe de Open Society fueron analizados de manera particular los delitos cometidos por Los Zetas, considerados como “organización”. Sobre la violencia atribuida a la estrategia de seguridad del Estado afirmaron que “recurría excesivamente al uso indiscriminado y extrajudicial de la fuerza”. El informe aclara que no descartan que más investigaciones concluyan que otras organizaciones delictivas en México hayan también cometido, como Los Zetas, crímenes de lesa humanidad.


      7. Una reflexión final: ¿Qué hacer para evitar la violencia colectiva?


      Hemos visto que en algunos ejemplos del caso mexicano los causantes de dicha violencia han sido identificados como agentes estatales, no estatales y paraestatales. También, que la distribución geográfica de la misma no ha sido homogénea. Masacres como las observadas en Guerrero, Coahuila, Tamaulipas o Chihuahua no han ocurrido en otras entidades como Yucatán, Campeche o Tlaxcala. En términos generales, la pobreza, las desigualdades, la corrupción y la impunidad existen en todo el país, con variaciones de grado, y son fenómenos de larga data, no de un sexenio en particular. Sin embargo, esos indicadores en sí mismos no son suficientes para explicar las variaciones, por ejemplo, en la tasa de homicidios por cien mil habitantes en cada uno de esos lugares y en otros de América Latina y del mundo. Podríamos mencionar, por ejemplo, los casos de Cuba, Nicaragua, Corea del Norte, Bolivia y Perú, con tasas menores a la mexicana, con regímenes políticos y peso económico distintos. También Italia y Japón, con organizaciones delictivas muy poderosas y con tasas de homicidios por cien mil habitantes menores a uno en 2016. Siempre hay que tomar en cuenta el tipo de Estado, la economía, sus características, los contrapesos entre poderes, el nivel de vida, la distribución del ingreso, los niveles educativos, la cultura, el marco institucional y su funcionamiento; para el caso mexicano en lo nacional, estatal y municipal. Hay que identificar qué está en disputa en cada lugar, cuáles son los agentes sociales que se lo quieren apropiar y a través de qué medios.


      Un Estado autoritario, con economía débil o fuerte, y con fuerzas armadas y policiales fuertes, puede reducir los niveles de violencia mediante la represión y la violación de los derechos humanos. Estados democráticos con economías, fuerzas de seguridad civiles y militares e instituciones fuertes, y con mayor vigilancia en el respeto a los derechos humanos, incluso si hay organizaciones delictivas poderosas, también pueden reducir los niveles de violencia en el marco de un Estado de derecho. También hay Estados más o menos democráticos, con economías débiles, fuerzas de seguridad no tan fuertes, y organizaciones delictivas que no tienen alcance mundial, pero que pueden ser relativamente fuertes en lo local, que tampoco son ejemplo de respeto a los derechos humanos, con tasas de homicidios por debajo de diez. En México la pregunta es: ¿Qué tipo de Estado queremos y con qué características para enfrentar, entre muchos otros problemas, la violencia y sus modalidades?


      Las condiciones que hacen posible la violencia, su reproducción y el surgimiento de modalidades demenciales de la misma son multifactoriales, de ahí la complejidad para encontrar soluciones rápidas y eficaces, sobre todo en contextos donde se observa un proceso de “normalización” de balaceras a cualquier hora, de agresiones mortales cotidianas con armas de fuego entre presuntos grupos delictivos y de éstos contra fuerzas de seguridad y gente desarmada; donde aparecen cuerpos sin vida, torturados, desmembrados, abandonados en la vía pública, como signo distintivo de poder, de cosificación del otro, como mensaje disuasivo y muestra palpable, ignominiosa, de la impunidad de los perpetradores.


      En 2015, datos de la OMS (2015) mostraron tasas de homicidios por 100 mil habitantes menores a 10 en varios países de África (por ejemplo Nigeria, Chad, Angola, Benín) y menores a 15 en América Latina (Bolivia, Perú, Ecuador), países más pobres que México, y con niveles educativos inferiores. Pero para tratar de solucionar la violencia y sus modalidades nadie propone un empobrecimiento mayor de la población mexicana. La pobreza, las desigualdades, los bajos niveles educativos, las escasas opciones de trabajo productivo, son condiciones indeseables y es necesario crear realidades más semejantes a las de los países democráticos desarrollados; es un proceso de larga duración y los esfuerzos tienen que ser permanentes.


      El Estado democrático hay que construirlo y consolidarlo, con la división e independencia de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, con contrapesos que funcionen y eviten al máximo las derivas o regresiones autoritarias cuando no haya esas condiciones. En países con organizaciones delictivas poderosas y niveles de desarrollo muy diferentes, como Italia y Colombia, la independencia y el fortalecimiento del poder judicial ha jugado un papel preponderante para reducir los niveles de impunidad en ciertos momentos históricos, no sólo de miembros de organizaciones delictivas, sino de políticos y empresarios vinculados con ellos. Cada país tiene distintas instituciones de seguridad e inteligencia que también han contribuido a disminuir el peso relativo e influencia de las organizaciones delictivas.


      En los países democráticos que presentan mejores resultados en términos de seguridad y justicia, estos aspectos son resultado de la continuidad y el mejoramiento de las instituciones encargadas de esas funciones, obedecen a una visión de Estado, no a los intereses coyunturales y particulares de un determinado partido que llega a gobernar en algún momento. En el México de la transición democrática no se ha logrado construir instituciones sólidas en seguridad y justicia como parte de una política de Estado. Los ensayos sexenales en el rediseño de las instituciones de seguridad desde los años ochenta y los pobres resultados obtenidos, al igual que en materia de procuración de justicia desde la reforma constitucional de seguridad y justicia iniciada en junio de 2008 —como lo muestran los niveles de impunidad— son muestra palpable de la ausencia de una política de Estado y de la debilidad estructural del mismo.


      En su informe de 2015 sobre la situación de los derechos humanos en México, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) emitió 80 recomendaciones al Estado mexicano para reducir la brecha entre la legislación existente sobre los derechos humanos y la realidad vivida en el país, y para reducir la impunidad (CIDH y OEA, 2015, p. 797). En su informe de 2017 las reiteró. Dividió las recomendaciones en varios rubros, señalados aquí con su propia terminología, que muestran el enorme trabajo pendiente y su complejidad: seguridad ciudadana, desapariciones y desapariciones forzadas, tortura, ejecuciones extrajudiciales, acceso a la justicia, personas en situación particular de vulnerabilidad, y acceso a la información. El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos de la ONU —que condenó la violencia atribuida a las organizaciones delictivas y a los agentes estatales— y la CNDH, así como diversas organizaciones de la sociedad civil, apoyaron las recomendaciones de la CIDH (ACNUDH y Al Hussein, 2015, p. 3). Consideramos que son medidas necesarias para crear las condiciones que minimicen la posibilidad del surgimiento de episodios recurrentes de violencia colectiva.


      En este apartado destacamos sólo algunas:


      1) “Desarrollar un plan concreto para el retiro gradual de las Fuerzas Armadas de tareas de seguridad pública y para la recuperación de éstas por parte de las policías civiles.”


      2) “Fortalecer la capacidad de la policía para realizar las tareas de seguridad pública conforme con los estándares internacionales en derechos humanos.”


      3) “Reorientar el abordaje del tema de drogas en México de un enfoque de militarización y ‘combate frontal’ usando la fuerza pública, a uno con perspectiva integral, de derechos humanos y salud pública sobre las adicciones y el consumo sin fines de distribución.”


      4) “Fortalecer a las procuradurías en el país en materia de capacitación técnica e independencia, con el fin de garantizar una debida investigación.”


      5) “Establecer un plan coherente sobre la cooperación entre las autoridades de procuración de justicia a nivel federal y estatal en la investigación de graves violaciones de derechos humanos, con una visión integral, protocolos específicos, y la adopción de criterios técnico-profesionales, y no políticos, en la atracción de investigaciones por la federación.”


      PUNTOS IMPORTANTES DEL CAPÍTULO 1


      
        	A pesar de que a lo largo de la historia de México la noción de violencia ha sido utilizada de manera recurrente, como sociedad no hemos reflexionado sobre lo que con la palabra “violencia” se designa y se ha designado.


        	Previamente la palabra “violencia” se empleaba para referirse a excesos derivados de la actuación autoritaria del Estado, ahora, en otro momento sociohistórico, es asociada especialmente con los efectos de las acciones armadas de las organizaciones delictivas y/o las operaciones violentas de agentes insertados en las instituciones estatales.


        	En cuanto a la violencia y sus múltiples formas y expresiones tenemos una compleja posibilidad de análisis, que parte de cuatro esquemas básicos de construcción del conocimiento: la violencia vivenciada, la violencia narrada, la violencia teorizada y la violencia medida a través de indicadores basados en definiciones gubernamentales.


        	Es imprescindible poner atención a los criterios de clasificación estatal que se establecen en leyes y reglamentos, pues en esas definiciones es donde podremos localizar el lenguaje formal.


        	Es importante reconocer la pluralidad de formas y elementos a partir de los cuales se busca explicar la violencia colectiva.


        	Las modalidades de violencia medibles desde indicadores gubernamentales no son las únicas formas de violencia posibles.


        	Los fenómenos sociales a los que podemos referirnos al usar el concepto de violencia son diversos, y no toda violencia vivenciada es sancionada por el Estado.


        	El análisis de las categorías jurídicas es fundamental para entender los alcances y límites de los derechos, obligaciones y procedimientos de los que se vale el Estado. La detección de vacíos puede contribuir a la exigencia colectiva de un avance en la cobertura de los derechos humanos básicos.


        	Ya que parte de la idea de este capítulo es discutir la noción de violencia y la necesidad de hacer un mejor trabajo conceptual, teórico y metodológico, es importante resaltar que el uso del lenguaje es trascendente.


        	El uso de las palabras incide, en múltiples y distintos niveles que van más allá de lo lingüístico, en el funcionamiento social.


        	El manejo poco claro de categorías, esquemas de percepción y formas de representación llega a tener resultados profundamente negativos en el ejercicio de gobierno.


        	Hay discursos con mayor visibilidad social debido a la posición del emisor: aquellos que cuentan con más prestigio, o quienes se encuentran insertados en la estructura institucional del Estado.


        	Muchos de los discursos políticos enunciados por funcionarios estatales no necesariamente son los mejor informados o usan conceptos con la capacidad explicativa más precisa.


        	Debido a su complejidad, el término violencia difícilmente admite una conceptualización que abarque sus múltiples dimensiones.


        	Puede sostenerse que lo que se ha tendido a designar como violencia es relacional, polisémico, policontextual, multifactorial y multiescalar.


        	El artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consigna que “el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley”.


        	El uso de la fuerza física o armada para quitarle la vida a una persona o grupos de personas es el ejemplo extremo de la manifestación de la violencia.


        	De acuerdo con la Asamblea Mundial de la Salud, la violencia es un importante problema de salud pública en todo el mundo.


        	La OMS define la violencia como “el uso intencional de la fuerza o el poder físico, de hecho o como amenaza, contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo o privaciones”.


        	De acuerdo con la OMS, la violencia puede clasificarse en tres tipos: autoinfligida, interpersonal y colectiva.


        	La OMS define la violencia colectiva como “el uso de la violencia como instrumento por parte de personas que se identifican a sí mismas como miembros de un grupo —ya sea transitorio o con una identidad más permanente— contra otro grupo o conjunto de individuos para lograr objetivos políticos, económicos o sociales”.


        	Son ejemplos de violencia colectiva las guerras, el terrorismo, los conflictos políticos, el genocidio, las desapariciones, la tortura, y actos de la delincuencia organizada y de otros grupos delincuenciales.


        	En México la violencia colectiva se ha manifestado principalmente a través de la violencia delincuencial y de violencia por parte del Estado.


        	En ciertos contextos sociohistóricos, circunstancias, enclaves territoriales y frente a ciertas formas de interacción social, política o comercial, integrantes de algunas de las instituciones de gobierno son más proclives a generar violencia de distintos tipos o modalidades.


        	El término de “violencia de las instituciones de gobierno” es un constructo conceptual que puede ser más específico al momento de evaluar lo que se ha denominado violencia de Estado.


        	En la experiencia mexicana los referentes centrales, que no exclusivos, de la violencia por parte de las instituciones de gobierno son los integrantes de las agencias gubernamentales para el reforzamiento de las leyes, que abarcan a los distintos cuerpos policiales, Ejército, Marina y agencias de procuración de justicia.


        	En el al caso mexicano, una de las expresiones más relevantes de la violencia colectiva es la que se asocia con la modalidad de violencia criminal / delincuencial.


        	El criterio básico para delimitar lo que es violencia criminal / delincuencial es su relación con la ley.


        	La violencia criminal son todos aquellos actos, cursos de acción, comportamientos y formas de asociación clasificados como violentos por parte de los códigos jurídicos de los Estados.


        	Si pensamos en formas de asociación delictiva, aparece una variedad de agrupaciones, con distintos tipos de coherencia, lealtad asociativa, organización y participación en distintos delitos. Estas agrupaciones han recibido distintos nombres, se despliegan territorialmente de forma diversa y son confrontados diferencialmente por parte de las instituciones estatales.


        	La figura jurídica de “delincuencia organizada” y las organizaciones delincuenciales tipificadas bajo esta figura han llamado la atención en el debate público.


        	En México, la mayor parte de la violencia homicida se ha asociado con las acciones de grupos de traficantes de drogas y de otras actividades delictivas caracterizadas bajo el rubro de “delincuencia organizada”, y con las acciones de las fuerzas de seguridad del Estado contra estos grupos.


        	No hubo una relación inmediata entre el despliegue de las fuerzas federales de seguridad en la “guerra contra la delincuencia” y el aumento de la tasa de homicidios. En 2007 la tasa de homicidio doloso fue 9.34 por 100,000 habitantes, e incrementó en años posteriores: 11.82 en 2008 y 19.75 en 2011.


        	De acuerdo con la UNODC y el INEGI, la tasa de homicidios bajó continuamente entre 1996 y 2004, alcanzando 8.6 en el 2004, para elevarse posteriormente. Para noviembre del 2020 la tasa de homicidios había llegado a 26.


        	En las últimas administraciones ha habido incrementos y decrementos de las tasas de homicidio en contextos de operativos de las fuerzas de seguridad federales, lo cual apunta a la inclusión de otros indicadores para tratar de explicar de mejor manera esos cambios en las tasas.


        	En México, la prohibición del cultivo, procesamiento y comercialización de la mariguana se estableció el 15 de marzo de 1920; y la prohibición referente a la amapola, en el Código Sanitario del 8 de junio de 1926.


        	La violencia relacionada con las organizaciones de traficantes se empezó a observar más claramente a partir de finales de los años 60 del siglo XX, y se daba principalmente entre grupos de traficantes rivales, raras veces contra policías y militares, y, en general, no contra la sociedad civil.


        	La violencia generada por instituciones estatales en la historia del México posrevolucionario se dio principalmente contra opositores políticos, movimientos sociales críticos del Estado autoritario del partido hegemónico y cultivadores de plantas prohibidas.


        	La “Operación Cóndor” en los años 70 fue un operativo antidrogas que involucró un importante despliegue militar y a raíz de la cual los cultivadores de plantas prohibidas fueron objeto de detenciones, encarcelamiento, desapariciones forzadas, desplazamiento y tortura.


        	En 1986 el presidente Ronald Reagan firmó un documento llamado National Security Decision Directive Number 221, en el cual señaló al tráfico de drogas como un problema internacional de impacto importante en la aplicación de la ley, la salud pública, y como amenaza a la seguridad nacional de Estados Unidos.


        	La Directiva 221 fue un punto de quiebre al considerar el tráfico de drogas ilegales como un asunto de seguridad nacional, pues abrió las puertas a una mayor participación de las fuerzas armadas en asuntos de seguridad interna de países relacionados con el circuito económico de esas drogas.


        	En 1988 se llevó a cabo la llamada “Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas”. En ese documento se habla de “actividades delictivas organizadas”, “actividad delictiva internacional” y de “organizaciones delictivas transnacionales”.


        	En 1996 se promulgó en México la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada (LFDO), que estableció una lista de delitos y el número mínimo de personas que serían consideradas como “delincuencia organizada”.


        	De acuerdo con la LFDO, se habla de delincuencia organizada “cuando tres o más personas se organicen de hecho para realizar, en forma permanente o reiterada, conductas que por sí o unidas a otras, tienen como fin o resultado cometer alguno o algunos de los delitos siguientes, serán sancionadas por ese solo hecho, como miembros de la delincuencia organizada”.


        	En la lista de delitos fueron incluidos el terrorismo, delitos contra la salud, secuestro, acopio y tráfico de armas, tráfico de indocumentados y de órganos, operaciones con recursos de procedencia ilícita, etcétera.


        	En México, la figura jurídica es “delincuencia organizada”, no “crimen organizado”. Sin embargo, en el lenguaje cotidiano, e incluso en el oficial, se emplean ambos términos de manera indistinta.


        	El gobierno mexicano no cuenta con un censo conocido de la cantidad de grupos que podrían ser considerados como “delincuencia organizada” en el país.


        	Los enfrentamientos armados entre organizaciones delictivas y de éstas contra las fuerzas de seguridad del Estado, así como la violencia voluntaria e involuntaria de ambas contra grupos sociales ajenos a esas luchas, han engrosado las estadísticas de los homicidios dolosos en México.


        	Las autoridades responsabilizan a las organizaciones delictivas por el aumento de esa violencia colectiva, pero también se han documentado casos de homicidios dolosos cometidos por agentes estatales en contextos de acciones contra la delincuencia organizada.


        	Entre otros delitos que implican violencia colectiva, la CNDH ha documentado casos de desapariciones forzadas, en Guerrero durante los años 60 y 70, y en Iguala, Guerrero, los días 26 y 27 de septiembre de 2014, entre otros casos.


        	La CNDH también ha informado que entre las causas del desplazamiento forzado en México asociadas a violencia colectiva se encuentran violaciones a los derechos humanos, así como enfrentamientos entre grupos de la delincuencia organizada, grupos de autodefensa y fuerzas estatales.


        	Se ha comprobado la comisión de masacres por organizaciones delictivas contra rivales y grupos de población ajenos a sus actividades, como el caso de Piedras Negras, Coahuila, y la masacre de 72 migrantes en San Fernando, Tamaulipas, en complicidad con algunas autoridades del Estado.


        	La Open Society Foundation, a partir del análisis de homicidios, desapariciones y tortura en los estados de Querétaro, Oaxaca, Coahuila, Guerrero y Nuevo León, señala que hay fundamentos razonables para considerar que existen actores tanto estatales como no estatales que han cometido crímenes de lesa humanidad en México.


        	Un Estado autoritario, con economía débil o fuerte, y con fuerzas armadas y policiales fuertes, puede reducir los niveles de violencia empleando represión y favoreciendo la violación de los derechos humanos.


        	En Estados democráticos con economías, fuerzas de seguridad civiles y militares e instituciones fuertes, y con vigilancia en el respeto a los derechos humanos, donde hay organizaciones delictivas poderosas, también pueden reducirse los niveles de violencia en el marco de un Estado de derecho.


        	Las condiciones que hacen posible la violencia, su reproducción y el surgimiento de modalidades demenciales son multifactoriales, de ahí la complejidad para encontrar soluciones rápidas y eficaces, sobre todo en contextos donde se observa un proceso de “normalización”.


        	La pobreza, las desigualdades, los bajos niveles educativos y las escasas opciones de trabajo productivo son condiciones indeseables que pueden contribuir a la violencia, pero no son los únicos determinantes y es necesario crear realidades semejantes a las de los países democráticos desarrollados.


        	El Estado democrático hay que construirlo y consolidarlo, con la división e independencia de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, con contrapesos que funcionen y eviten al máximo las derivas o regresiones autoritarias.


        	En los países democráticos que presentan mejores resultados en términos de seguridad y justicia, estos aspectos son resultado de la continuidad y el mejoramiento de las instituciones encargadas de esas funciones, obedecen a una visión de Estado, no a los intereses coyunturales y particulares de un determinado partido.


        	En 2015 y 2017 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) emitió 80 recomendaciones sobre seguridad ciudadana, desapariciones y desapariciones forzadas, tortura, ejecuciones extrajudiciales, acceso a la justicia, personas en situación particular de vulnerabilidad, y acceso a la información.

      


      
        


        1 Aunque no todos hablan específicamente del concepto violencia y su relación con los niveles analíticos previamente enunciados, parte de los referentes para sostener la anterior hipótesis pueden encontrarse en Berger y Luckmann, O’Regan y Noë, Smith y Van Dijk. Textos con mayor cercanía a los elementos anteriores frente a la noción de violencia pueden encontrarse en Kleinman y Das.


        2 Respecto a la relación sociedad, contexto y discurso, véase Van Dijk, T. A., 2011, pp. 133-227; sobre la relación percepción, discurso y narrativa, véase Caravedo, R., 2014, pp. 47-113; sobre la relación violencia, un discurso aplicado a contextos específicos, véase Rojas Blanco, 2011, pp. 19-61.


        3 En la teoría y la metodología la sumatoria de variables permite ver “bloques de construcción, no respuestas fijas” recuperando la reflexión del trabajo de Morgan, G., 1998, p. 320.


        4 Halliday (2013 [1978], p. 33), lingüista inglés, sintetiza “el lenguaje tiene que interpretar toda nuestra experiencia, reduciendo los fenómenos infinitamente variados del mundo que nos rodea, y también nuestro mundo interno, los procesos de nuestra consciencia, a un número manejable de clases de fenómenos: tipos de proceso, acontecimientos y acciones, clases de objetos, de gente y de instituciones y así por el estilo”.


        5 El biólogo chileno Humberto Maturana (2003 [1991], p. 2017) afirma que “si se quiere conocer el significado de una palabra hay que mirar las conductas y emociones que coordina, así como el dominio en el que tales coordinaciones tienen lugar”.


        6 “Hablar de la lengua, sin más precisiones, como hacen los lingüistas es aceptar tácitamente la definición oficial de la lengua oficial de una unidad política: esta lengua es la que, en los límites territoriales de esta unidad, se impone a todos los naturales como la única legítima” (Bourdieu, 2003 [1982]).


        7 “El enunciado performativo” —apunta—, es “un acto institucional que no puede existir sociológicamente independientemente de la institución que le confiere su razón de ser” (Bourdieu, 2003 [1982]).


        8 El término noción hace referencia a la idea general que se tiene sobre algo, esto es, un ámbito de conocimiento que no necesariamente presenta problemas siempre y cuando la exactitud no sea un requisito. Mientras que cuando empleamos la palabra concepto, buscamos realizar una mirada más aguda, puntual y estricta sobre los elementos que configuran y dan solidez a los términos que son utilizados.


        9 Aunque fuerza y agresión no significan lo mismo, el común denominador es la palabra actuación mediante la que se distingue algún tipo de desplazamiento, cambio o circulación entre estados (Thévenot, 2016, pp. 28-29).


        10 “La contextualización es una parte fundamental de la conducta humana, en general […]”, precisa Van Dijk. “Entender un discurso significa entenderlo en contexto”, por ello, continúa “[…] utilizamos la idea de contexto siempre y cuando queremos indicar que un fenómeno, evento, acción o discurso tiene que verse o estudiarse en relación con su escenario, es decir, con las condiciones y consecuencias <circundantes>” (Van Dijk, 2011, pp. 23-24).


        11 Pero sin descalificar la violencia, en forma de agresión externa, proveniente de otros Estados.


        12 Utilizando a teóricos como Weber, a partir de lecturas segmentadas de sus escritos.


        13 Matiz lingüístico sutil, pero sustancial que, sin negar las múltiples formas, modalidades, sentidos o contextos de violencia, permitió acotarla en la práctica, trabajando activamente para neutralizar, invalidar o criminalizar modalidades de violencia que no provinieran del Estado en su relación con los habitantes de sus territorios.


        14 Véase Introducción.


        15 La redefinición estructural del sistema de poder internacional que fue de la guerra fría a un orden unipolar (militarmente) y luego multipolar (económicamente), el ascenso de las organizaciones de la sociedad civil en la participación activa de la toma de decisiones estatales, un incremento sustancial en las formas de interrelación humanas que fue de la mano con el estrechamiento de las relaciones comerciales y el incremento en el uso de las tecnologías de la información.


        16 Por factor debe entenderse aquel elemento, circunstancia o causa que contribuye a la comprensión de un resultado. Por escala se entiende “el instrumento de definición de las relaciones de tamaño entre diferentes entidades espaciales” (Lussault, M., 2015, p. 79).


        17 El Estado, según la metódica elaboración de Weber, se convierte después de numerosos procesos y luchas internas en “una asociación obligatoria que organiza la dominación”. En su multicitado trabajo, Weber enfatiza que el Estado puede ser entendido como “aquella comunidad humana que en el interior de un determinado territorio reclama para sí (con éxito) el monopolio de la coacción física legítima” (2008 [1921], p. 1061). Comenzando por el mismo Weber, diversos autores han sido enfáticos al señalar que se trata de una definición de tipos ideales, es decir, de un modelo que nunca ha sido totalmente realizado.


        18 Reteniendo esta crítica como punto de partida, adquiere sentido la siguiente observación: “El Estado”, en las palabras de Escalante Gonzalbo (2011, p. 14) “es un hecho histórico que sólo puede entenderse en la práctica y que tiene que estudiarse empíricamente”.


        19 Véase el punto 3.


        20 Profundizando en su análisis, Riedel y Welsh señalan que “existen ciertos actos de violencia que no pueden ser tolerados en una sociedad ordenada. Así que los representantes de un gobierno crean reglas que prohíben algunas formas de comportamiento violento, y circunscriben su expresión en otros casos. Sanciones, tales como tiempos en prisión, son impuestas por las violaciones a estas leyes” (Riedel y Welsh, 2002).


        21 Esto impone además una serie de retos específicos que va de la mano cuando llegan a ser integrantes de las propias instituciones estatales los que cometen delitos difuminando en la práctica modalidades de violencia criminal / delincuencial y estatal. ¿En dónde radican los límites entre una modalidad de violencia u otra?


        22 De acuerdo con Becker y Dewey (2017, p. 2), “los mercados ilegales pueden ser caracterizados como arenas de intercambio regular de bienes y servicios bajo condiciones de competencia en la cual, el producto mismo, su intercambio o consumo viola estipulaciones legales”.


        23 Para esa caracterización los autores del informe se basaron en lo señalado al respecto en el artículo 7, párrafo 1, del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional: “se entenderá por ‘crimen de lesa humanidad’ cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque”. En la lista de los actos se incluyen, entre otros, el asesinato, la tortura y la desaparición forzada. También tomaron en cuenta para sustentar sus análisis y conclusiones, entre otros argumentos jurídicos, las especificaciones del Estatuto sobre algunos términos como el del párrafo 2.a: “Por ‘ataque contra una población civil’ se entenderá una línea de conducta que implique la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra una población civil, de conformidad con la política de un Estado o de una organización de cometer ese ataque o para promover esa política” (ONU, 1998).

      

    

  


  
    
      Capítulo 2. Algunas teorías en torno al origen de la violencia colectiva


      Olmo Navarrete Rigo, Dení Álvarez Icaza, María Elena Medina Mora Icaza


      
1. Introducción 



      ¿Cuál es el origen de la violencia colectiva?, ¿cómo se reproduce?, ¿cómo podemos erradicarla? Éstas son algunas preguntas germinales de las ciencias y disciplinas biológicas y sociales que a lo largo de la historia han adquirido respuestas más o menos amplias, más o menos acertadas, y que hoy forman parte del cuerpo complejo del saber científico moderno sobre el fenómeno de la violencia. El estudio de la violencia, incluyendo a la violencia colectiva, ha seguido múltiples rutas con diversos vuelcos, en ocasiones generando enfoques contradictorios. Algunos la han asociado a una “naturaleza inherente”, otros, por el contrario, a la suma de factores externos, es decir, al contexto en que ésta se da y a la relación entre el que la ejerce y el que se ve afectado por ella.


      Hay publicaciones especializadas, foros internacionales y organismos enfocados a su estudio, prevención y control. De hecho, la entidad más importante y representativa del mundo, la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y su precedente, la Liga de las Naciones, nacen en gran medida con el objetivo de mantener la paz y la seguridad internacionales y de evitar que los conflictos entre las naciones deriven en un conflicto bélico, una de las manifestaciones más extremas de la violencia colectiva, cuyo potencial destructivo la convierte en una amenaza para la humanidad. Es así que, desde diversos ángulos, se han dedicado esfuerzos importantes en el avance del conocimiento sobre el fenómeno de la violencia, aportando un marco referencial que crece día a día, y que idealmente, en algún punto brillante de nuestra existencia, pueda dar solución a la compleja realidad que vivimos y a sus devastadoras consecuencias.


      El capítulo 1 hizo un esbozo del altísimo grado de complejidad que implica teorizar sobre la violencia, empezando por el hecho de que se trata de un término empleado para referirse indistintamente a fenómenos diversos, y cuyos significados han evolucionado a lo largo del tiempo. Por ello, está fuera del alcance de este libro revisar cada uno de los enfoques a través de los cuales los campos de conocimiento se han aproximado a su comprensión de la violencia, en particular de la violencia colectiva.


      Sin embargo, y asumiendo que inevitablemente se omitirán teorías de relevancia, en este capítulo se hará una breve mención de algunos conceptos y propuestas que han enmarcado el estudio de la violencia colectiva. El capítulo está dividido en dos secciones principales, de acuerdo con la temática central que elaboran. Inicialmente se buscará reflexionar sobre el origen de la violencia colectiva y los procesos sociales que juegan un papel relevante en su desarrollo. Se expondrán las características de la agresión y de la violencia y sus diferencias, así como propuestas de las ciencias sociales en torno a la violencia, el conflicto social, la acción colectiva, el trasfondo político de la violencia colectiva, y las teorías sobre el origen de la guerra. También se incluirá de manera independiente la visión de la violencia desde un enfoque de la construcción de paz, pues dicha visión liga parte de las ideas expuestas. En un segundo momento se describirán algunos de los procesos que se han relacionado con la socialización de la violencia, retomando parte de los temas ya tratados, junto con nuevas observaciones y hallazgos, esto con la finalidad de dar al lector un panorama de los mecanismos que contribuyen a que al interior de los grupos que ejercen violencia colectiva se facilite que los integrantes —que quizá a título personal no serían perpetradores— ejerzan violencias extremas en nombre de una identidad colectiva.


      2. Agresión vs. Violencia


       On the one hand, man is akin to many species of animals in that he fights his own species. But on the other hand, he is, among the thousands of species that fight, the only one in which fighting is disruptive.


      —Tinbergen, 196824


      Con frecuencia violencia y agresión25 se utilizan como equivalentes. Al igual que ocurre con la noción de violencia (ver capítulo 1), el concepto de agresión tampoco es universal y ha cambiado con el tiempo. No obstante, el significado de este término se encuentra más delimitado, ya que se trata de un patrón definido, en gran medida, a partir de la observación de la conducta animal y del diseño de modelos experimentales (Ortiz-Carrasco y Calderón-González, 2006).


      Es útil y necesario distinguir entre estos dos fenómenos —la agresión y la violencia— que, aunque superficialmente pueden parecer muy similares, son motivados por procesos biológicos y sociales que no coinciden totalmente. Hacer esta diferenciación resulta fundamental, pues evita el incurrir en errores muy comunes, como considerar que la agresión, comprendida desde su origen biológico, es por sí misma causal de violencia, y el pretender que las conductas que se observan en otras especies de animales pueden trasladarse sin más al ser humano. Por otra parte, hace posible comprender hasta qué punto la agresión puede explicar el fenómeno de la violencia y de la violencia colectiva.


      Desde la perspectiva etológica, la agresión puede considerarse un comportamiento básico y primario de los seres vivos, presente en todo el reino animal (Huntingford y Turner, 1987). La misma afirmación no puede hacerse si hablamos de violencia, sobre todo si consideramos como referencia la definición de la de la OMS mencionada en el capítulo 1 y otras más que se retomarán.


      Tinbergen, un reconocido etólogo, diferencia la agresión que se dirige hacia miembros de otra especie de la “agresión intra-especie”,26 que define como “una conducta que incluye la aproximación a un oponente, con el propósito de rechazarlo, o bien, ejercer alguna acción para inducir su retirada, infligir algún daño o ejercer algún estímulo (como un sonido, movimiento, expresión facial) que derive en el sometimiento del oponente. El objetivo final es remover al contrincante, o al menos, hacer que cambie su conducta, de manera que deje ser un estímulo adverso o amenazante para el atacante” (Tinbergen, 1968).


      Jaak Panksepp, neurobiólogo dedicado al estudio de las emociones, ha relacionado la conducta agresiva con circuitos y estructuras cerebrales, capaces de inhibir o promover esta conducta. Este autor distingue tres tipos de conducta agresiva: la agresión predatoria/asertiva, la agresión defensiva y la agresión entre machos de la especie.


      La agresión predatoria difiere de las dos siguientes, ya que se caracteriza por ser proactiva, controlada, instrumental, y resulta satisfactoria, como ocurre cuando un depredador ataca a una presa. El siguiente tipo, la agresión defensiva, incluye la activación masiva del sistema nervioso autónomo y se desencadena ante agentes externos amenazantes y ante la frustración en la obtención de un objetivo. El autor considera que el tercer tipo, la agresión intraespecie entre machos, que también ha sido descrita entre las hembras, es un tipo intermedio, con una regulación y sustrato biológico propio, y que podría vincularse con la defensa del territorio y otros recursos (Panksepp y Zellner, 2004).


      Dicho de otra forma, la agresión predatoria persigue la obtención de un objetivo, un satisfactor, como una presa (en el ser humano podría subyacer a la conducta aquellos sujetos que cometen crímenes por la búsqueda de placer),27 mientras que los otros dos tipos son patrones conductuales que se activarían para procurar la integridad física del sujeto, de terceros pertenecientes al grupo, y de la defensa de elementos necesarios para asegurar la supervivencia.


      Si bien Panksepp considera que las bases neurobiológicas que explican la conducta en los animales pueden aplicarse en cierta medida a los humanos, también menciona que aún no es claro hasta qué grado puede ampliarse este conocimiento a nuestra especie, pues el desarrollo de la corteza en el ser humano y las estructuras sociales juegan un papel fundamental en la regulación de los circuitos que median la conducta agresiva (Panksepp y Zellner, 2004). Al contrario de lo dicho por Panksepp, hay otras posturas teóricas que defienden que los patrones conductuales en los animales pueden extrapolarse a los humanos. El ejemplo clásico de esta tesis es la presentada por Konrad Lorenz, para quien los patrones del comportamiento humano responden a los mismos imperativos que rigen la supervivencia en los animales, y que en último término se explican por el proceso de selección natural (Lorenz y Wilson, 1966).


      Desde este punto de vista, la violencia, que derivaría de la agresión, sería una conducta innata e inevitable. Lorenz describió que existe un instinto de agresión espontáneo, y en efecto, en algunos animales se ha documentado la búsqueda activa de confrontaciones, así como la presencia de agresiones espontáneas hacia miembros de la misma especie. Sin embargo, estos patrones de agresión —y éste es uno de los argumentos de los críticos de su teoría— se han limitado principalmente a ciertas especies, como los pájaros y peces territoriales, cuyo grado de desarrollo filogenético es menor comparado con el de los mamíferos, incluyendo al ser humano (Lorenz y Wilson, 1966).28


      A pesar de que hay condiciones ambientales, como el aislamiento, los estímulos dolorosos, la escasez de recursos y el aprendizaje, que pueden influir en que un animal reaccione de manera agresiva hacia miembros de su especie, es un error conceptual el considerar que la agresión intraespecie es común entre los mamíferos. (Hinde, 1970; Craig, 1917). Aquí es importante resaltar que la confrontación física con otro miembro de la especie, sea defensiva o por lucha territorial, parte de la aversión y tiene el objetivo de finalizar el estímulo que es motivo de amenaza, más no persigue como tal la destrucción del contrincante (Craig, 1917).


      Lo que normalmente se observa en las luchas por los recursos es que una vez que un grupo se encuentra en control de un territorio, ataca a los intrusos, mientras que los animales que aún buscan un territorio suelen retirarse cuando encuentran a un colectivo ya posicionado. Se piensa que esto es debido a que hay una mayor probabilidad de éxito y supervivencia al evitar las confrontaciones (Van der Dennen, s.f.). Por otra parte, en la inmensa mayoría de los casos, específicamente en los mamíferos, con algunas excepciones que serán mencionadas, la agresión intraespecie se detiene en el momento que el oponente huye o muestra sumisión (Van der Dennen, s. f.).


      A lo largo de su evolución, el Homo sapiens ha operado como un primate territorial que empleó la caza como medio de subsistencia (Tinbergen, 1968). Aun así, la naturaleza “territorial” y el uso de la caza por parte del ser humano no son suficientes para explicar por qué hemos llegado a un punto en el cual la confrontación entre grupos sociales alcanza tal magnitud que compromete la vida del propio colectivo y de la especie, pues de ser así, sería un fenómeno observable también en otros mamíferos territoriales y depredadores (Tinbergen, 1985).


      Desde esa perspectiva, Fromm distingue dos tipos de conductas agresivas en el ser humano; una benigna, filogenéticamente programada, que está destinada a procurar la supervivencia y que cesa una vez que el estímulo aversivo finaliza; y otra maligna, que bien podríamos designar como violencia, que se caracteriza por la destrucción y la crueldad, la cual no se encuentra filogenéticamente arraigada, no es adaptativa y no se observa en otros animales (Fromm, 1992). Aunque esta última afirmación es cierta en la mayoría de los casos, algunos primatólogos han documentado excepciones: casos de agresión entre chimpancés, que han llegado al extremo de provocar la muerte en otro miembro de la especie, aun encontrándose en estado de indefensión.


      El ejemplo paradigmático de este tipo de eventos de agresión intraespecie fue descrito por Jane Goodall (2000),29 el cual recientemente fue incorporado en un estudio con el trabajo de otros etólogos. A lo largo de 426 años de observaciones de 18 comunidades de chimpancés, incluyendo una de bonobos, sólo se registraron 152 agresiones aparentemente dirigidas a matar al adversario, aun encontrándose en indefensión. Cabe decir que de estos 152 casos, sólo 48 fueron presenciados, 41 fueron inferidos y de los otros 53 sólo se sospecha (Wilson et al., 2014). Estas matanzas rompen con el principio de que los mamíferos, con excepción del ser humano, evitan aniquilar a otros miembros de su especie. Aun así, como es evidente al analizar años y años de estudios etológicos, son eventos excepcionales y de una magnitud menor a la que se presenta en el caso de los humanos.30


      Una observación interesante de este estudio es que las matanzas en los primates parecen precipitarse por ciertas condiciones del medio ambiente: una mayor densidad de población y una mayor cantidad de machos dentro de la comunidad (Wilson et al., 2014). Si el hacinamiento y la escasez de recursos parecen ser factores que exacerban la agresión intraespecie, y en el caso de los chimpancés, que guardan una relación evolutiva estrecha con el ser humano, pueden llevar a matanzas, ¿qué puede esperarse si los seres humanos hemos generado un esquema social y económico que ha permitido la acumulación de bienes y territorios por parte de un grupo a costa de la sobrevivencia de nuestros congéneres? Tener esta pregunta en mente es fundamental al momento de profundizar en algunas de las propuestas que buscan dilucidar los orígenes del conflicto social y de la violencia colectiva.


      2.1. ¿Qué es la violencia? 


      Puede parecer más lógico hablar de la definición de violencia una vez revisadas otras propuestas y conceptos del capítulo, pero de hacerlo así, se dejaría inconclusa la discusión sobre las diferencias entre la agresión y la violencia.


      La definición de violencia de la OMS, incluida en el primer capítulo, considera que ésta es “el uso intencional de la fuerza o el poder físico, de hecho o como amenaza, contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo o privaciones” (Krug et al., 2003). Puesto que esa obra se focaliza en las consecuencias sobre la salud mental y psicosocial, la aproximación de la OMS es un referente esencial. No obstante, hay que reconocer que adolece de un elemento fundamental: no distingue con claridad la violencia de la agresión.


      En este apartado, y para otras de las discusiones que se plantearán, además de la definición de la OMS también se hará referencia la propuesta de Johan Galtung, autor que define la violencia como “una afrenta evitable a la cobertura de las necesidades humanas; la satisfacción de estas necesidades es menor a la que sería posible en un contexto dado. Se trata de una privación de los derechos humanos fundamentales” (Galtung, 2016).


      A través del “triángulo de la violencia”, J. Galtung identifica que la violencia se puede manifestar de forma cultural, estructural o directa. La violencia directa es la más evidente y sencilla de entender, pues se trata de conductas que son observables y que resultan explícitas. (Galtung, 2016).31


      Pero la violencia directa no se manifiesta sola, sobre todo cuando se trata de violencias recurrentes, socializadas o incluso organizadas, como es el caso de la violencia colectiva. Su manifestación y su origen se explican a través de la violencia estructural y la violencia simbólica. El primer tipo, la violencia estructural, remite a la existencia de un conflicto entre dos o más grupos sociales (caracterizados en términos de género, etnia, clase nacionalidad, etcétera; ver más adelante la definición de conflicto) en el que el reparto, acceso o posibilidad de uso de los recursos es resuelto sistemáticamente a favor de alguna de las partes y en perjuicio de las demás, debido a los mecanismos de estratificación social (Galtung, 2003).32 La violencia estructural sería una expresión del orden político y económico (Farmer, 2004). El tercer tipo, la violencia cultural, son los aspectos de la cultura, la esfera simbólica de nuestra existencia, que justifica o legitima la violencia directa o la violencia estructural33 (Galtung, 1990).


      Estos tres conceptos clarifican por qué J. Galtung ve la violencia como algo que va más allá de la privación de la vida o la generación de daños explícitos o amenazas. “Habrá violencia cuando, de alguna forma, los seres humanos son influenciados para que sus alcances somáticos y mentales se encuentren por debajo de su potencial” (Galtung, 1969). Un componente fundamental de esta propuesta es que la violencia se generará a partir de una estructura en la que hay un desbalance en el poder (que puede ser de distintos tipos, el más evidente, los recursos) (Galtung, 2016).


      El motivo por el que adoptamos estas definiciones es que, como se verá al terminar del leer el capítulo, integran de manera concisa elementos de algunas teorías acerca de la violencia y el conflicto social, y son compatibles con diversas propuestas económicas y sociológicas acerca de los procesos y variables que conducen a la violencia colectiva. Además, están insertas dentro de un marco de reflexión sobre la resolución no violenta de los conflictos (ver “La violencia desde un enfoque para la construcción de paz”).


      Finalmente, queremos resaltar que agresión y violencia podrían diferenciarse a través de dos elementos: aquello que se encuentra bajo amenaza y el objetivo último. Mientras que la agresión implica el despliegue de conductas que persiguen la sobrevivencia, la violencia implica el ejercicio de la fuerza, o de privaciones de derechos, a fin de mantener, eliminar o mantener el dominio sobre otro(s), aun cuando no representen una amenaza a la supervivencia o haya condiciones que permitirían el respeto a esos derechos. De manera que la agresión se dirige a conservar los derechos, en un amplio sentido, y los recursos necesarios para una sobrevivencia digna y para el desarrollo pleno del individuo. La violencia busca mantener un desbalance de poder, lo que se encuentra bajo amenaza son los privilegios y el dominio. Es importante señalar que es posible que tanto el sujeto que victimiza como el que es victimizado no tengan una verdadera conciencia de los procesos que subyacen a la violencia, ya que las violencias estructural y cultural actúan de forma silente.


      3. La violencia, el conflicto social y la acción colectiva desde las ciencias sociales


      Las áreas del conocimiento que han contribuido a nuestra comprensión de la violencia son diversas, no obstante, siendo la violencia —y especialmente la violencia colectiva— un fenómeno que se manifiesta en la esfera social, es esencial revisar, aunque sea de manera muy breve, algunas de las aportaciones que disciplinas como la antropología, la sociología, las ciencias económicas y políticas, y la psicología social han hecho al estudio de la violencia y de la violencia colectiva. Esto sabiendo que, debido a la amplitud del tema, será imposible incluir todas las nociones y propuestas de relevancia, y tampoco se podrán abordar aquellas derivadas de otros campos de estudio.


      3.1. Sobre el estudio de la violencia desde la antropología y la sociología


      Antes de continuar, es importante recalcar, como fue claramente planteado en el primer capítulo, que el significado que damos a la palabra violencia ha evolucionado. También han cambiado las conductas e interacciones que se catalogan bajo esa noción y que ahora son motivo de estudio (Muehlenhard y Kimes, 1999; Turner y Finkelhor, 1996); y, por lo tanto, las propuestas en torno a su origen han variado con el tiempo.


      Las teorías sobre la violencia derivadas de la antropología y la sociología, que serán las que aquí se expondrán, se han orientado a diversas tipologías y contextos, como la violencia interpersonal, la violencia dentro del ámbito familiar, la violencia de género y, en algunos casos, a la violencia de tipo social o colectiva. En el caso de la antropología el tema de la violencia se ha entendido a partir de distintas corrientes, como la antropología física, la antropología sociocultural, la arqueología y la antropología lingüística. (Accomazzo, 2012).


      La antropología física considera que la violencia es resultado de la agresión y la competencia, las cuales son inherentes al ser humano. Bajo esta perspectiva, la agresión sería un punto central para explicar el origen de la violencia, y esta encerraría una función evolutiva. Queda claro que la antropología física coincide con la etología en su interés por la conducta social de los primates, y en forma particular, busca profundizar en las similitudes que esta guarda con las interacciones que se observan en los grupos humanos (Leyton, 2003; McDonald et al., 2012).


      Por otra parte, los antropólogos sociales y culturales han buscado explicar la violencia a través de teorías simbólicas, estructurales y vivenciales. Desde esta perspectiva, el estudio inicial de la violencia se llevó a cabo, en buena parte, a través de registros etnográficos, por lo que hay que considerar que las observaciones y fenómenos se inscriben un marco de relativismo cultural y moral. Posteriormente, los antropólogos posmodernos agregaron factores como el colonialismo y la globalización, y empezó a contemplarse la violencia como un continuo, que también incluye la violencia simbólica y estructural (Accomazzo, 2012). Estos dos últimos conceptos son de tal relevancia que ya se mencionaron en el apartado previo, y se retomarán de forma particular al hablar de la violencia desde un enfoque para la construcción de paz.


      La sociología es una ciencia social fundamental en el estudio de la violencia, cuyo propósito ha sido comprender por qué, aunque es un fenómeno muy frecuente, la violencia no es universal y ocurre con mayor intensidad en ciertas sociedades y en determinados momentos históricos (Blume, 1996).


      Mientras que algunas de las hipótesis se han centrado en la dimensión instrumental del fenómeno, es decir, la violencia como un medio para la obtención de una ganancia, otras visiones atribuyen la violencia a una reacción ante un contexto determinado, a la estructura social, o bien consideran que es resultado de una “cultura de la violencia” que predispone a los miembros de una familia, una comunidad o una sociedad a relacionarse a través esquemas y conductas violentas (Wieviorka, 2014; Best, 2016).


      De acuerdo con la visión del análisis funcional, que tomó gran fuerza en los años 50 y 60, la violencia sería resultado de la falla o colapso de diversos elementos y mecanismos, lo cual derivaría en una disfunción del sistema social (Davis, 1959; Fallding, 1963).


      Otro enfoque, el del construccionismo social, propone que a través de los discursos sociales se justifican y redefinen las conductas, de manera que las relaciones de violencia se vuelvan aceptables. Ejemplos de esta teoría es el construccionismo social de la violencia de género (Kaufman, 1987). En el caso de la violencia entre grupos sociales, se encuentran los discursos de segregación racial y socioeconómica, que validan que aquellos individuos en condiciones de marginación vean el éxito económico como una cuestión de suerte y la violencia como un medio válido para obtener éxito social y reconocimiento. Por otra parte, los estratos sociales altos y medios generan discursos que justifican distintas violencias hacia los grupos marginalizados al considerar que son responsables de su condición socioeconómica, y ponen en práctica estrategias y conductas que perpetúan la segregación y discriminación (Sampson y Raudenbush, 2004).


      La aproximación al fenómeno de la violencia a partir de la teoría de sistemas parte de la idea de que los sistemas humanos son un conjunto de elementos (sujetos), cuyo funcionamiento trasciende la esfera individual, y que un cambio en alguno de los elementos afecta a los demás. Ha sido aplicada, por ejemplo, al fenómeno de la violencia intrafamiliar. No obstante, dicho enfoque ha sido ampliamente criticado, pues no considera las relaciones de poder y supone que hay corresponsabilidad en el ejercicio de la violencia (Straus, 1973; Penfold, 1989).


      Otra propuesta es la que deriva de la teoría ecológica, que se ha empleado para explicar la conducta criminal y como un referente para el diseño de estrategias de prevención, la cual parte del supuesto de que existe una interacción compleja entre el individuo, su círculo de relaciones íntimas, la comunidad en la que se desarrolla y los factores sociales. Todos estos factores interactúan entre sí y pueden hacer que un individuo sea, en mayor o menor medida, propenso a incurrir en conductas criminales y violentas, o también provocar que sea más vulnerable a ser victimizado (Hong y Espelage, 2012; Walker, 2011).


      Una propuesta particularmente importante para el estudio de la violencia colectiva es la desarrollada por Randall Collins, quien partió de los elementos observables a nivel microsociológico y los integró dentro de una visión macro del fenómeno. A partir de su trabajo etnográfico propuso que en las situaciones en las que existe el riesgo o la posibilidad de enfrascarse en una confrontación violenta, las emociones predominantes son la tensión y el miedo, o sea que, de manera natural, hay una barrera ante la confrontación (de acuerdo con lo observado en la agresión intraespecie en otros mamíferos). Collins propuso que el éxito de la violencia depende de romper esas barreras, para lo cual existen varias vías. El papel macro del fenómeno correspondería a los estados, organizaciones y movimientos, que se encargarían de institucionalizar la violencia (sobre estos aspectos se profundiza en el apartado de socialización de la violencia) (Collins, 2009).


      3.2. Las teorías del conflicto social, la acción colectiva y la violencia colectiva como una confrontación política


      Al momento de hablar de violencia colectiva desde una visión social es ineludible reflexionar sobre dos fenómenos que en distintos niveles interactúan, se articulan y se explican a través de componentes y procesos comunes: el conflicto social y la acción colectiva. Otro análisis interesante, que incluye elementos del conflicto social y la acción colectiva, es el uso de la violencia colectiva como una herramienta política, aproximación que expone y resume algunos de los actores y procesos necesarios para que el conflicto entre dos agrupaciones derive en que al menos uno de los colectivos ejecute una violencia sistemática y organizada hacia el otro grupo.


      El conflicto social


      Aunque no todas las propuestas consideran la violencia como un componente inherente al conflicto social, muchos de los elementos que lo explican resultan esenciales para entender cómo los conflictos entre grupos sociales escalan a ser violentos (Blume, 1996). Las teorías del conflicto social buscan explicar el origen y la función del conflicto dentro de la conformación de estructuras y dinámicas sociales, elaborando en torno a las relaciones de poder, la estratificación social, la lucha entre clases y la cohesión entre grupos, entre otros elementos. Si bien no existe sólo una teoría del conflicto social, algunas de ellas son consideradas clásicas y punto de origen de corrientes de pensamiento.


      Es importante empezar por mencionar a qué nos referimos con el término conflicto. Johan Galtung explica el conflicto como un sistema social34 que puede entenderse a partir de la incompatibilidad, es decir, que los actores persiguen objetivos que —al menos para una de las partes— no son compatibles, y donde no hay alternativas aceptables para las partes involucradas. El conflicto se presentaría cuando la incompatibilidad y la aceptabilidad no se sobreponen, es decir, cuando no hay una solución aceptable ante objetivos incompatibles35 (Galtung, 1958).


      El conflicto puede ser entre individuos, entre un individuo y un grupo, o entre colectivos. En el caso del conflicto colectivo habrá un grupo definido, que comparte una identidad —étnica, lingüística, religiosa, socioeconómica, política o de otra índole— que manifiesta una oposición contra otro grupo, o grupos, de individuos, debido a que persiguen objetivos que considera incompatibles (o al menos uno de los grupos lo considera incompatible) y las alternativas de mutuo acuerdo parecen no ser aceptables (Dougherty et al., 1981). Las teorías del conflicto social son algo disímiles, ya que no siguen las mismas suposiciones centrales ni se originan dentro de corrientes de pensamiento afines.


      En términos muy generales puede hablarse de “teorías consensualistas”, las cuales suponen que los sistemas sociales tienden a la compensación entre los actores y las fuerzas que componen su estructura, y las “teorías conflictivistas”, que sostienen que la sociedad encierra dentro de sí contradicciones y objetivos colectivos contrapuestos, lo cual provoca una confrontación de intereses. Según las últimas, el conflicto sería inherente y podría actuar como un motor de cambio (Cadarso, 2001). Otra forma de clasificar a las teorías del conflicto parte de las líneas principales de pensamiento o de las teorías sociológicas que las sustentan, por ejemplo, las teorías marxistas, las teorías funcionalistas, las propuestas que parten del componente relacional, y otras, llamadas teorías volcánicas o del origen de las rebeliones.


      Corrientes marxistas: El punto de partida de la concepción marxista del conflicto social está en la lucha de clases. Sobre las clases sociales existirá un grupo dominante en términos políticos y económicos, y una clase sometida, el proletariado, pero con aspiraciones a dejar de serlo. El conflicto entonces sería inherente a todo sistema social mientras la sociedad siga articulándose de manera clasista (Cadarso, 2001). Marx proyectó que se llevaría a cabo un proceso de empobrecimiento creciente, lo cual finalmente desembocaría en la formación de una conciencia de clase y en la generación de un conflicto (Cadena Vargas, 1993).


      A diferencia de algunas de las propuestas que se describirán más adelante, la teoría de Marx pugna por la transformación completa del sistema, y la solución al conflicto tendría que ser a través de un cambio drástico, incluso por medio de la violencia (Alfaro Vargas y Cruz Rodríguez, 2010; Cadena Vargas, 1993).


      Dentro de las teorías derivadas de la tesis marxista pueden incluirse otras tesis que amplían o modifican algunos de sus principios originales. Entre las críticas a las ideas basadas en los postulados marxistas está que, en muchas ocasiones, los conflictos surgen en realidad entre las clases poseedoras de privilegios, y que la revolución no es una condición necesaria para la transformación de las estructuras sociales (Alfaro Vargas y Cruz Rodríguez, 2010). También hay teóricos que sostienen que el conflicto social no sólo se origina a partir de la lucha de clases.


      Por ejemplo, Weber considera que la pertenencia a las clases sociales, o la estratificación social, también tendrá que ver con el consumo de bienes y derivará en la adquisición de un estatus. Aquellos con un estatus elevado buscarán limitar las oportunidades de que otros individuos los sustituyan, lo que a su vez generará conflictos que pueden desembocar en revoluciones. El Estado, por su parte, es una institución que influirá sobre la distribución relativa de la fuerza, incluyendo la legitimización de la violencia, lo cual logrará a través de la construcción de estructuras burocráticas (Weber, 2012 [1968]).36


      Siguiendo una línea similar, se pueden mencionar otras visiones del fenómeno, como la de John Rex, que si bien atribuye la fuente del conflicto al poder, también reconoce que existen orígenes de otro orden, como el religioso o el étnico, y además estipula que la expresión de situaciones conflictivas tiene que ver con características culturales, mismas que determinan la aceptación o el rechazo de la violencia (Arranz, 1985; Cadarso, 2001).


      Dahrendorf, por otra parte, planteó la existencia de los cuasi grupos y de los grupos de interés, en lugar de clases sociales. El motor de la historia no se limitaría a la lucha de clases, sino al conflicto que deriva de las relaciones de dominio, las cuales pueden manifestarse en todas las esferas de la vida social, e implicaría la formación de dos bandos: los que tratan de legitimar y perpetuar su capacidad de dominio, y los que ponen en tela de juicio tal posibilidad (Dahrendorf, 1958; 1979).


      Teorías funcionalistas: Dentro de las teorías del conflicto se distingue un grupo de postulados derivados de la escuela funcionalista y de corrientes afines, que en términos generales consideran que los grupos sociales tienen requisitos funcionales y necesidades que deben cubrirse para sobrevivir. Un ejemplo de estas teorías es el funcionalismo estructuralista,37 del cual han derivado varias propuestas, entre ellas la de Talcott Parsons, uno de sus principales expositores.


      Talcott Parsons defiende que la estructura social persigue objetivos como la adaptación, el logro de las metas, la conservación de las pautas de operación y el mantenimiento de la integridad.38 Para este pensador, el sistema tiende al equilibrio, y los procesos claves para la reproducción del sistema son la socialización y el control social (Parsons, 1984). Partiendo de estos principios, el conflicto social sería entendido como un proceso de segregación que afecta la funcionalidad del sistema social, ya que implica problemas de integración sistémica y, por lo tanto, afecta los roles asumidos por los diferentes agentes sociales (Cadarso, 2001).39


      La visión de las funciones del conflicto social se ilustra más claramente con el trabajo de Coser, para quien el conflicto parte de la lucha por valores, estatus, poder o recursos, ante lo cual los oponentes buscarán neutralizar, dañar o eliminar a sus rivales. Para dicho teórico, la sociedad precisa, a la vez, del conflicto y de la estabilidad. El conflicto cumpliría funciones, como generar cohesión al interior de los grupos, aliviar la tensión entre las facciones antagónicas, la formación de coaliciones, legitimar una situación de dominación, contribuir al nacimiento de instituciones, entre muchas otras. De acuerdo con su postura, el conflicto social no derivará de forma inexorable en violencia, y debe ser temido solo por aquellas sociedades débilmente integradas (Coser, 1961).


      Teorías de la interacción social: Existe otro enfoque dentro de la sociología que da un peso fundamental a las interacciones para explicar la construcción de la sociedad. Los trabajos de Durkheim, Simmel, Schutz, Mead y G. Simmel se inscriben dentro estas teorías40 (Bermúdez y Gallegos, 2011; Simmel et al., 2002). Este último dio importancia al aspecto microsociológico, considerando que el punto de mayor interés es la socialización, de forma que concibe el conflicto como una forma más de socialización y parte integral de las relaciones humanas (Tejerina Montaña, 1991). Uno de los aspectos más relevantes para el análisis de las situaciones conflictivas que propone son los límites del grupo o las fronteras entre los grupos, y considera que el conflicto cumple la función de fortalecer la solidaridad entre miembros de un grupo (Simmel, 2013; Bermúdez y Gallegos, 2011).


      Teorías volcánicas: Las teorías volcánicas son un conjunto heterogéneo de aproximaciones que, de forma general, postulan que el conflicto surge cuando una escalada de tensión llega a un punto explosivo. El conflicto social se expresaría en revueltas o sublevaciones, las cuales podrán tener un carácter violento. Un estudioso del tema que sigue esta línea de pensamiento es Chalmers Johnson, que considera que el proceso generador del conflicto se concreta en cuatro grandes fases que terminan por desencadenar una revuelta41 (Johnson, 1982).


      Otra teoría conocida es la del politólogo Samuel P. Huntington. En su obra El choque de las civilizaciones, sugiere que las civilizaciones variarán normalmente de lo distante a lo violento, situándose la mayor parte de las veces entre ambos extremos, sin embargo, los conflictos serán inevitables, y éstos se podrán manifestar en dos niveles, como conflictos de línea de fractura y como conflictos entre Estados centrales42 (Huntington y Tosaus Abadía, 2011).


      La propuesta de la privación relativa de Robert Gurr, de gran relevancia, también puede ubicarse dentro de las teorías volcánicas, y se retomará al hablar de los factores económicos asociados al conflicto armado y a la delincuencia, ya que es un punto de referencia para la discusión sobre si es el agravio o la codicia lo que motiva los conflictos armados (Gurr, 1966).


      La acción colectiva


      Los postulados resumidos en los párrafos previos buscan comprender el conflicto social, pero éstos no engloban necesariamente otro aspecto de la violencia colectiva: la acción colectiva, cuyas teorías se remontan a la década de los 70. La gran pregunta es cómo, y por qué, los individuos deciden colaborar dentro de una agrupación y accionar de forma colectiva. Una de las primeras condiciones, que resulta fácil de intuir, es que estos individuos deben tener, al menos, algunos intereses en común. Sin embargo, los intereses comunes no logran explicar el fenómeno, pues resulta que los sujetos, a veces la mayoría, pueden creer que les es más conveniente buscar soluciones individuales si con éstas arriesgan menos y pueden obtener un mayor beneficio (Paramio, 2005).


      La teoría clásica de la acción colectiva de Olson explica que en los colectivos que comparten intereses habrá miembros que buscarán comportarse como polizontes, es decir, esperarán que sean otros los que se movilicen en pos de un beneficio que será común. Para este teórico, una de las condiciones necesarias para la acción colectiva es la existencia de incentivos selectivos, de manera que aquellos que pongan un mayor esfuerzo y/o corran un mayor riesgo obtengan, además de los intereses comunes, una recompensa individual. Esta teoría parte de la idea de que el individuo tomará una decisión racional, y que ésta se basará en una relación de costo-beneficio43 (Olson, 1991).


      Hay otros estudiosos del tema que han discutido este enfoque clásico, profundizando en procesos relevantes para alcanzar la acción colectiva44 y resaltando otros elementos, como el papel que juegan las condiciones externas (principalmente políticas), el origen de los distintos motivadores que llevan a los sujetos a iniciar la acción colectiva, la problemática de la coordinación y los orígenes antropológicos de la cooperación (DeMarrais y Earle, 2017; Elster, 1990; Miller Moya, 2007; Tarrow, 2012). Una crítica interesante al principio de la decisión racional del individuo como móvil para la acción colectiva es que parte del principio de que todos los sujetos cuentan con una identidad e intereses definidos, cuya satisfacción perseguirán. Pizzorno sugiere que puede haber casos de individuos que carecen de una identidad definida. El autor considera que los sujetos en situación de crisis, especialmente aquellos cuyo círculo de reconocimiento es deficiente o nulo,45 buscarán autodefinirse y alcanzar reconocimiento a través de la identificación con un colectivo (Pizzorno, 1989).


      En esos casos el sujeto no decidirá de forma racional, mediante la ponderación riesgo-beneficio. Este punto, de gran relevancia, se retoma al hablar de la socialización de la violencia, en la que se describe por qué los individuos que carecen de entornos sociales seguros, familiares y comunitarios, y sufren el deterioro del capital social son presas ideales de organizaciones delictivas (Paramio, 2005).


      La violencia colectiva como acción política


      Es indispensable hacer referencia al trabajo de Charles Tilly, quien retoma conceptos revisados en el conflicto social y la acción colectiva. Según este autor, los móviles políticos subyacen al fenómeno de la violencia colectiva, y ésta se gesta a partir de las interacciones sociales. Esta propuesta busca definir los procesos y elementos que hacen posible que una contienda política se torne violenta. Para Tilly hay algunos mecanismos involucrados,46 y emplea dos ejes para clasificar los fenómenos de la violencia colectiva: la intensidad o prominencia47 y el grado de coordinación. Incluye fenómenos que no son contemplados dentro de la definición de violencia colectiva de la OMS,48 aunque su interés se centra en las contiendas donde participa el Estado49 (Tilly, 2000).


      Propone que hay dos actores con un papel esencial en la gestación de la violencia colectiva: los “emprendedores políticos”,50 que se especializan en la activación de límites y la coordinación, y que recurren a varios métodos ―por ejemplo, alimentar el deseo de venganza―, y los “especialistas en la violencia”, como los militares, policías y sicarios. Estos dos actores frecuentemente se solapan (por ejemplo, en los grupos de crimen organizado)51 (Tilly, 2000).


      4. Las teorías económicas de los conflictos armados y el origen de la guerra


      Hay un grupo amplio y complejo de aproximaciones y propuestas que parten de la teoría económica como marco de referencia para dar explicación a la violencia, el crimen y la violencia colectiva. Una de las explicaciones toma como elemento la racionalidad criminal, es decir, que el sujeto se involucra en actividades delictivas a partir de una decisión racional basada en una evaluación costo-beneficio (Ramírez de Garay, 2014).


      Esta propuesta del trasfondo racional ha sido adoptada por algunos de los teóricos abocados al estudio del trasfondo económico de los conflictos armados, y se ha extendido a otras formas de violencia colectiva, como el crimen organizado. No obstante, otros autores indican que hay otros motivadores, más allá de las ganancias económicas, como la privación relativa y el agravio (Gurr, 1970). El trasfondo racional, que parte de un balance costo-beneficio y el agravio, vinculado con la percepción de injusticia, han sido concebidos en la teoría “avaricia vs. agravio” como dos motivadores posibles, traducidos en variables económicas: pobreza y desigualdad, respectivamente.


      Estas y otras variables económicas se han analizado para dar sustento empírico a la teoría racional y la teoría del agravio. Debido a que la relación entre las variables económicas y la violencia colectiva es importante, más adelante, en otro capítulo de esta obra, se dedicará un apartado a esta temática. Las teorías económicas, y la evidencia que las respalda, serán analizadas a mayor profundidad al hablar de las variables psicosociales y socioeconómicas que contribuyen al desarrollo de la violencia colectiva.


      4.1. Teorías sobre el origen de la guerra


      ¿Qué lleva a una sociedad a involucrarse en una guerra, la forma más extrema de violencia colectiva? Elegimos integrar una revisión puntual de las respuestas que se han dado a esta pregunta, las cuales integran parte de las propuestas revisadas en torno al fenómeno de la violencia y de la agresión, del conflicto social y de las teorías económicas, junto con otras visiones del fenómeno.


      Dentro de las teorías sobre el origen de la guerra, pueden identificarse aquellas de corte racionalista, entre las cuales está la teoría económica del conflicto desarrollada por Collier, así como todas aquellas tesis que sostienen que la guerra parte de una decisión basada en el cálculo de costo-beneficio (Collier, 2006; Moseley, 2007; Peters, 2008)), (Ver en el capítulo 3, “Las variables psicosociales y socioeconómicas que contribuyen al desarrollo de la violencia colectiva”.) También hay otras “teorías irracionalistas”, que ven los conflictos armados como fenómenos derivados de motivos de tipo ideológico o emocional. Dayne Dawson identifica siete propuestas sobre el origen de los conflictos armados, y propone que estas teorías pueden ubicarse dentro de tres grupos distintos (Dawson, 1996).


      Dentro del primer conjunto están las que defienden que la guerra es inherente a la naturaleza del ser humano, producto de la evolución o de la construcción del estado. Ejemplos de estas posturas son las propuestas de Hobbes, Malthus y Spencer. La visión hobbesiana defiende que la guerra forma parte de la naturaleza humana y contribuye a mantener la solidaridad del grupo y el balance de poder. Hobbes formula esta propuesta retomando la idea de que los motivos de la guerra son la competencia, la inseguridad y la búsqueda de gloria52 (Slomp, 1990). Thomas Malthus y Spencer, por otra parte, se ubican dentro la corriente evolucionista; para Malthus la guerra es natural y tiene un papel de tipo ecológico, pues limita el crecimiento poblacional cuando alcanza cierto umbral. Spencer agrega que la presión poblacional descrita por Malthus produce una competencia recurrente entre los grupos sociales, y aquellos que terminan por dominar a sus contrincantes serán los sobrevivientes (Dawson, 1996).


      Algunas teorías de corte sociobiológico consideran que la guerra es inherente al ser humano, y que ésta se originó a partir de la evolución del Homo sapiens. Al pasar de ser un homínido principalmente vegetariano a ser un homínido cazador, el humano no desarrolló completamente los mecanismos que inhiben la agresión intraespecie presentes en otros mamíferos, como se describió en el apartado de agresión vs. violencia. También postulan que la emergencia de herramientas y armas facilitó el ejercicio de la violencia hacia otros seres humanos. A la par de estos procesos, se manifestaron conductas orientadas a la protección de aquellos relacionados genéticamente y la capacidad de sacrificarse por la colectividad. La guerra sería, entonces, un elemento intrínseco a la especie, aunque también guardaría una relación con factores del ambiente, como la escasez de recursos (Glowacki, 2020).


      Contrastando con la idea de que la guerra es inherente a la especie humana se encuentran las teorías que defienden que la guerra no es un desenlace inevitable, y que es producto de las condiciones socioculturales. El ejemplo clásico de esta visión es la propuesta de Rousseau, cuyo postulado indica que la guerra es una invención de los Estados, mas no es intrínseca de las sociedades humanas. En esta misma línea se ubican algunas propuestas de antropólogos culturales, como Margaret Mead, para los cuales la guerra se explica por factores socioculturales y la emergencia de estructuras sociales (Dawson, 1996; Dillon, 2001; Hoffmann, 1963; Otterbein, 1999). Aunadas a estas teorías, están aquellas que versan sobre los estudios para la paz, que defienden que los humanos cuentan con la capacidad de dar una solución no violenta a los conflictos.53


      Finalmente están las suposiciones derivadas de la ecología cultural y el darwinismo social, que buscan integrar los factores evolutivos y las variables sociales. La ecología cultural supone que en un inicio la guerra pudo tener la función de disminuir la presión demográfica ante la escasez de recursos e impactó la evolución de la especie. Sin embargo, se trataría de una evolución cultural más que biológica, favoreciendo la persistencia de normas y prácticas, más que de genes. El darwinismo social, por otra parte, concibe la guerra como un proceso cultural que imita un proceso natural. La preponderancia de las conductas bélicas dentro de algunas sociedades no responde una selección natural, sino a una selección política y cultural (Crook, 1994; Simpson, 1959; Lundgren, 2015; Dawson, 1996).


      Estas propuestas acerca del origen de la guerra no son, ni cercanamente, las únicas. Hay toda una serie de postulados que se derivan de los estudios de las relaciones internacionales, como la teoría de la transición de poder y el desequilibrio en la estratificación de las naciones, entre muchas más, y para cuya revisión se remite al lector a textos especializados (Dougherty y Pfaltzgraff, 2008).


      5. La violencia desde un enfoque para la construcción de paz


      La multitud de ideas acerca del origen de la violencia colectiva, el conflicto social y los mecanismos que intervienen es vastísima, algunas son opuestas, y evidentemente a la fecha no hay una respuesta universal. Es un hecho que la guerra ha estado presente en la historia de la humanidad, pero también que existen sociedades más o menos violentas, que inician o no inician conflictos bélicos, y que optan por la paz y no por la guerra. Según esta visión, el Manifiesto de Sevilla sostiene que la paz es posible, y mantiene esta aseveración a través de argumentos derivados de las ciencias naturales y sociales, algunos ya revisados (UNESCO, 1992). De hecho, hay toda una línea de conocimiento que considera que la guerra no tiene por qué ser un desenlace inevitable: los estudios para la paz, que se aproximan al conflicto y a la violencia mediante un enfoque distinto, se centran en la comprensión de la paz y de los procesos a través de los cuales es posible construirla.


      Los estudios para la paz empezaron a formalizarse a partir de la Segunda Guerra Mundial, y han transitado por varias etapas,54 a lo largo de las cuales los aportes de teóricos y escuelas han contribuido a modificar los conceptos de violencia y de paz, y con ello los elementos necesarios para su desarrollo (Hidalgo, 2014; López Becerra, 2015; Lederach, 1993).


      El primer parteaguas fue la ampliación del concepto de violencia y la introducción del concepto de paz positiva, ya que en las primeras etapas el foco se centró en los estudios sobre la guerra, y la paz se entendió como la ausencia de un conflicto armado (en término muy sencillos, esto hace referencia a la paz negativa) (Martínez Guzmán, 2004). La paz positiva es un llamado a ampliar este concepto. J. Galtung, partiendo de su definición de violencia, explica que, si la paz se define únicamente través de la ausencia de sus manifestaciones directas, entonces esquemas sociales dañinos, que sustentan que el dominio de un grupo derive en el detrimento en la cobertura de las necesidades de otros, resultarían aceptables (Galtung, 1969; Sidanius y Pratto, 1999).


      Para este pensador, la paz negativa es la ausencia de las tres formas de violencia: directa, estructural y cultural, y la paz positiva sería el despliegue de la vida (Galtung, 2003). No es complicado entender por qué este cambio de paradigma es importante, pues apela a que sin un cambio profundo la paz será una condición frágil.


      Si partimos de que varias de las propuestas revisadas sobre el conflicto y la violencia son acertadas, entonces es esperable que los grupos que viven sometidos en algún momento desplieguen una resistencia. Esta reacción no implica por sí misma violencia, mientras el móvil sea la búsqueda del acceso a los derechos y la igualdad, no la dominación, sometimiento y eliminación del “otro”. Lamentablemente, la historia muestra que, en muchos casos, la lucha se extiende más allá de la adquisición de derechos, pues ante la ausencia de un cambio cultural y estructural, los roles de dominación y sometimiento se invierten y el ciclo tiende a repetirse.


      Por otra parte, las élites pueden vivir esta lucha por los derechos como una amenaza, aun cuando no sea violenta, y a pesar de que la adquisición de derechos por el grupo oprimido no conlleve la pérdida de los recursos y condiciones necesarios para la satisfacción de sus necesidades. Ante el miedo de perder el estatus, las élites o los grupos dominantes buscarán reivindicar su poder, ejerciendo violencia directa o estructural. Mientras el objetivo primordial sea el dominio social y el ejercicio del poder, y en tanto no se desarrolle una cultura de paz que defienda que la resolución de los conflictos es posible sin el uso de la violencia, ésta se repetirá (Galtung, 2003).


      Por esto la paz positiva se ha centrado en los procesos de cooperación y en impulsar el desarrollo social, político y económico, con el fin de crear sociedades más igualitarias (Martínez Guzmán, 2004). Aunado al concepto de paz positiva, otras visiones de la paz se han ido sumando. Por ejemplo, la “paz imperfecta”, que concibe a la paz como algo dinámico e inconcluso, y que apuesta, entre otras cosas, por la búsqueda de un equilibrio dinámico y por transformar el conflicto a través de la compresión de su complejidad desde una visión transdisciplinaria (Muñoz, 2009). También se ha hablado de la “paz neutra”, que se enfoca en eliminar la violencia cultural, en tanto esta sustenta la violencia estructural y directa, dando un peso importante al diálogo, al lenguaje y al desarrollo de empatía (Bautista, 2009).


      Hoy se apuesta por la educación para la paz y por la construcción de una cultura de paz que contemple la dimensión de la naturaleza, pues el daño al medioambiente y la sobreexplotación de los recursos (que afecta más a los grupos vulnerados) es otra forma de violencia (Martínez Guzmán, 2000).


      Asumiendo que la resolución de conflictos no pasa ineludiblemente por el uso de la violencia, los estudiosos del tema han desarrollo diversos métodos y propuestas para la resolución de conflictos y la construcción de paz, como la Teoría Integrativa para la Educación para la Paz, el método TRASCEND, las propuestas de la Escuela de Harvard (como Getting to Yes), entre otros (Álvarez-Maestre y Pérez-Fuentes, 2019; Danesh, 2006; Fisher et al., 1981; Martínez Guzmán, 2000).


      6. La socialización de la violencia colectiva


      A partir de los temas revisados podemos resaltar algunos elementos, entre ellos, que la agresión y la violencia no son equivalentes, que el conflicto social no deriva ineludiblemente en la violencia colectiva, que hay condiciones que favorecen y favorecerán la emergencia de conflictos violentos, y que existen vías que, por el contrario, impulsan la construcción de la paz. Estas reflexiones, y las temáticas que hemos revisado, sientan una base para reflexionar sobre el fenómeno social de la violencia colectiva, pero no puntualizan los procesos, a través de los cuales los grupos o instituciones logran que el ejercicio de la violencia sea normativo y efectivo, ya que hay barreras individuales que limitan o evitan que una persona ejerza daño hacia un tercero.


      En realidad, la inmensa mayoría de los individuos evita lastimar a otros. La idea de que los humanos inevitable y naturalmente serán violentos, y que, dada la oportunidad, ejercerán esta conducta, no es acertada y contrasta con los estudios sobre la historia de las confrontaciones armadas (Grossman, 1996).


      Entre los ejemplos clásicos que apoyan esta aseveración se encuentra el resultado de las entrevistas a soldados que participaron en la Segunda Guerra Mundial, en las cuales los reclutas narraron que frecuentemente evitaban usar las armas, o bien, erraban el disparo (Grossman, 1996). R. Collins se preguntó por qué los seres humanos fallan al momento de ejecutar un acto que implique provocar un daño o la muerte. A través de una investigación etnográfica, concluyó que cuando un sujeto se ve en la situación de ejercer daño a la vida o la integridad de un tercero, se presenta una tensión o miedo a la confrontación que ocasiona que la mayor parte de los actos de violencia se aborten, o bien se lleven a cabo de manera imprecisa e incompleta (Collins, 2009).


      A esta tensión o miedo a la confrontación se puede sumar la perspectiva moral, que toma un papel relevante cuando el sujeto debe asumir la responsabilidad de ejercer un daño, acción que llega a considerarse “moralmente inaceptable”, como lo ilustran los experimentos derivados de “el problema del tranvía”55 (Jarvis Thomson, 1985).


      Si bien la mayoría de la población muestra esta evitación hacia las conductas que implican dañar o privar de la vida a otro ser humano, también hay excepciones, sujetos propensos a ejercer violencia y que en algunos casos lo disfrutan. Es muy probable que este tipo de individuos se encuentren sobrerrepresentados dentro de los grupos que ejercen violencia colectiva, particularmente entre sus líderes, pero difícilmente constituirán la totalidad ese colectivo, sobre todo cuando se trata de organizaciones con numerosos miembros. El genocidio de Ruanda es un buen ejemplo, pues se ha estimado que entre 175,000 y 200,000 individuos participaron en la comisión de las masacres, y no todos estos individuos pueden ser catalogados como antisociales o psicópatas (Straus, 2004). Los estudios de otros grupos, como las pandillas, han llegado a conclusiones similares, ya que no se ha logrado demostrar que sus miembros puedan catalogarse de manera consistente como psicópatas o antisociales, y tampoco se ha encontrado que presenten un perfil homogéneo de personalidad (Rodgers, 2017).


      Las observaciones previas sobre la aversión a la violencia implicarían que las organizaciones que ejercen actos violentos de manera sistemática deben lograr que los sujetos que no tienen una inclinación particular hacia la violencia adquieran la capacidad e, idealmente, el deseo de ejecutarla, reto más complejo cuando se trata de miembros que no participan de manera voluntaria, por ejemplo, los civiles reclutados para formar parte del ejército, o aquellos que son víctimas de reclutamiento forzado (Cohen, 2017; Green, 2017).


      6.1. ¿Cómo se induce a los individuos a la violencia colectiva?


      Ante este panorama es inevitable preguntarse qué procesos y factores permiten que un ser humano, que de manera individual no ejercería violencia, sea capaz de cometer actos atroces y crueles en nombre de una colectividad. La psicología social, las investigaciones etnográficas y de corte cualitativo, el análisis de los contextos sociohistóricos que enmarcaron eventos paradigmáticos —como la Segunda Guerra Mundial o el genocidio de Ruanda— han dado pistas para responder a esta interrogante.


      Se ha planteado que una de las respuestas clave es la socialización, que puede definirse como “el proceso de inducir a los actores a las normas y reglas de una comunidad, al punto de que éstas son internalizadas” (Checkel, 2017). Los rituales violentos y los procedimientos empleados en el entrenamiento militar son ejemplos de procesos que implementan los grupos que ejercen violencia colectiva, y que derivan en la interiorización de las normas (Green, 2017). Para que estas prácticas sean exitosas, se requerirá que la introyección de las normas facilite los siguientes resultados: la identificación con el grupo y la ruptura de las barreras que limitan el ejercicio de la violencia.


      El primero, la identificación con el grupo, implica “la sensación de pertenencia a una colectividad y la introyección de la identidad del grupo dentro de la identidad del individuo” (Ellemers et al., 2002). Mientras que algunos sujetos se integrarán a los grupos que ejercen violencia colectiva debido a una falta de alternativas o de manera forzada, habrá otros que lo harán por cuenta propia, por ejemplo, aquellos que se identifican con los valores o principios que defiende el líder, o los que tienen una necesidad insatisfecha de pertenencia (Baumeister y Leary, 1995).


      En cualquiera de los casos, será necesario que los grupos refuercen la identidad colectiva, ya que esto deriva en beneficios, como un mayor compromiso por parte de sus integrantes y una garantía de estabilidad, pues los sujetos que participan de manera activa en una agrupación reaccionarán violentamente cuando algún miembro desee abandonar el colectivo (Cadena Vargas, 1993; Coser, 1961; Ellemers et al., 2002).


      El segundo resultado necesario de la socialización es la remoción de los obstáculos psicológicos que evitan que el sujeto ejerza daño a un tercero. Lo ideal es lograr que los miembros del grupo deseen ser partícipes de estos actos (Littman y Paluck, 2015). Este objetivo, superar las barreras psicológicas, también puede alcanzarse a través del uso de metodologías y herramientas, como las armas de largo alcance (Collier et al., 2009). Se han identificado prácticas de socialización comunes dentro de los grupos y organizaciones violentas, algunas de las cuales se describirán en el siguiente inciso. A fin de facilitar su comprensión, se agregan los mecanismos y acciones que explicarían el éxito de estos procesos.


      6.2. Procesos que intervienen en la socialización de la violencia y los mecanismos que explican su éxito


      La activación de los límites y la deshumanización del enemigo


      La violencia colectiva se da en un contexto de conflicto social cuyos principios ya fueron descritos. No obstante, la presencia de un conflicto social y la unión a una colectividad no son suficientes para que el grupo se torne violento y para que socialice la violencia. Tilly (2002), que fue citado al hablar de la violencia colectiva como una acción política, menciona que este tipo de violencia, particularmente cuando es organizada y sistemática, requiere de la figura de los “emprendedores políticos”, líderes que buscan activar los límites del grupo y deshumanizar al enemigo, favoreciendo el ejercicio de la violencia. Algunas de estas acciones o estrategias que facilitan estos objetivos son las siguientes:


      La educación política y el adoctrinamiento ideológico. Dirigidos a destacar los elementos y valores compartidos dentro de una identidad colectiva y reforzar la idea de que los “otros” representan una amenaza para la continuidad de sus principios y de su estilo de vida (Green, 2017). Este adoctrinamiento puede ocurrir al interior de las organizaciones y también a mayor escala, facilitando que incluso aquellos que no ejercen violencia aprueben y fomenten estas acciones (Staub, 2000).


      Los discursos de odio y la búsqueda de venganza. Éstos alimentan los estereotipos negativos y los prejuicios hacia los grupos sobre los que se ejerce violencia, justificando un trato desigual (Crosby et al., 1980; Hammack, 2008). Los discursos difunden la idea de que los males padecidos son responsabilidad del “otro” (sobre el tema de empatía y cómo ésta se modifica por adjudicación responsabilidad se profundiza en el apartado de “Los efectos psicosociales y socioeconómicos de la violencia colectiva...”)  (Viljoen, 2005).


      Los mensajes incluyen el uso de adjetivos denigrantes que favorecen que los individuos dejen de ser vistos como seres humanos, tornándose parte de una entidad que se visualiza como intrínsecamente maligna. Hay muchos ejemplos de discursos de odio, quizá los más evidentes son aquellos generados previo a la comisión de un genocidio, como en el caso de Ruanda o en el holocausto (Bourgois y Scheper-Hughes, 2004; Viljoen, 2005). Otros discursos que avivan el odio son los que resaltan o recuerdan de manera insistente el daño derivado de confrontaciones entre los grupos contendientes, o bien, otros elementos de agravio (Rodgers, 2017).


      El adoctrinamiento político, los discursos de odio y avivar el deseo de venganza se traducen en la percepción de que el “otro” es una amenaza con cualidades inferiores o indeseables. Así, la eliminación de esa entidad puede justificarse como “necesaria” (Bourgois y Scheper-Hughes, 2004).


      Esto ayudaría a superar las barreras para el ejercicio de la violencia a través de mecanismos como el desentendimiento moral y la reducción de la disonancia.56 Aparentemente el desentendimiento moral podría modificar el despliegue de conductas violentas (Gabbiadini et al., 2013). La reducción de la disonancia afectiva, otro de los mecanismos que permiten superar las barreras psicológicas, consiste en que los individuos disminuyan el malestar ante la violencia, pues justifican sus acciones a través de un cambio en las conductas, actitudes y pensamientos (Festinger, 1957; Lieberman, 2006).


      Cabe recordar que la sensación de amenaza, que se adjudica a través de estos discursos, se traduce en un incremento en la cohesión grupal (ver el tema de “conflicto social”), por lo que los discursos de odio, y el “generar un enemigo” también cumplirán con la función de fortalecer la estabilidad de la agrupación (Cadena Vargas, 1993; Coser 1961).


      El papel de la autoridad, la disciplina y la dilución de la autonomía


      La teoría de la situación. Las primeras observaciones sobre el papel de la obediencia en la comisión de actos violentos provienen del trabajo de Hannah Arendt (1963), quien argumentó que no todos los nazis que participaron en el holocausto podrían describirse como individuos innatamente “malvados”, y que algunos ejecutaron estas atrocidades debido a un sentido de obediencia ante sus superiores (Arendt y Elon, 1963). Los hallazgos de Stanley Milgram en la década de los 70 respaldan la idea Arendt.57 Sus experimentos, que ejemplifican la “teoría de la situación”, indican que un individuo, aun cuando no muestre tendencias sádicas, puede infligir un daño a otro a partir de la instrucción de una autoridad (Milgram, 1974).


      Esta sumisión a la autoridad también se ha abordado desde una visión psicoanalítica. Freud propuso que el ser humano tiene una “sed de obediencia”, idea que retoma Theodor Adorno, quien supone que los sujetos que participan en actos genocidas debieron vivir experiencias en la infancia que los predisponen a una obediencia acrítica ante las figuras de autoridad (Ostro, 2019).


      Otra posible relación entre autoridad y ejercicio de la violencia deriva de los resultados del experimento clásico de psicología social “La Prisión de Stanford”. Craig Haney observó que la adopción de un rol asociado con jerarquía y poder facilita que los individuos desplieguen conductas violentas, e incluso sádicas, hacia aquellos que se encuentran un papel de subordinación, los cuales muestran actitudes de obediencia automática y pasividad (Haney et al., 1973).58


      La ruptura de la autonomía y el condicionamiento. Los resultados de los experimentos sociales y las teorías descritas apoyan la idea de que los individuos pueden perpetrar actos de violencia para complacer u obedecer a una figura de autoridad. No obstante, Milgram (1974) también documentó que los sujetos presentaban malestar al momento de ejecutar una orden y lastimar a un tercero, y que ante situaciones que permitían evadir la acción, mostraban desobediencia (Milgram, 1974). Debido a esto, en las instituciones que ejercen violencia sistemática, como las fuerzas armadas, un elemento a fomentar es la obediencia, aunada a una disciplina rígida (Wolfendale, 2007).


      El aislamiento, el apego a una rutina estricta y homogénea, la pérdida de la privacidad, los mensajes humillantes y las tareas extenuantes pueden mermar la capacidad de decisión de los reclutas y reforzar una ejecución automática de las órdenes (Grossman, 1996; Haney et al., 1973). La violencia física y psicológica, como método de castigo ante las faltas, ha sido común dentro las instituciones militares. En la actualidad se supone que esta práctica ha sido prohibida, no obstante, continúa presente, aunque de forma más velada (Castillo, 2017; Green, 2017). Puede suponerse que las vejaciones facilitarán una respuesta automática de obediencia, a fin de evitar nuevas experiencias dolorosas (Zenzmaier, 2014).


      Otro medio para condicionar una conducta de obediencia es el empleo de recompensas, reconocimientos o incentivos, que motivan al individuo a actuar por interés propio (Grossman, 1996; Weiss 2016). Estas prácticas pueden conducir a una fractura de la autonomía, característica que permite la desobediencia del individuo ante una figura de autoridad (Burger, 2009). Además de mermar la autonomía y condicionar la obediencia, estas prácticas facilitarán otros procesos como la interiorización de las normas, la identificación con el grupo y la cohesión intragrupo (Green, 2017).


      Aunque el esquema de inmersión, el ejercicio de la jerarquía y la disciplina estricta son propias de las agrupaciones militares, algunas de las estrategias de este tipo de sistema, como las recompensas, la adquisición de estatus o la aplicación de castigos ejemplares, también se observan al interior de los grupos paramilitares y en los grupos del crimen organizado (Infobae, 2019).


      El ejercicio de la violencia extrema como una herramienta que influye en la estructura y continuidad del grupo


      La perpetración de actos violentos vinculados con la pertenencia al grupo puede tomar distintas formas. Un ejemplo son los rituales de integración, en los cuales los nuevos miembros de las pandillas son víctimas de violencia y humillaciones (Carlie, 2002; Gerard y Mathewson, 1966). Otra forma de iniciación implica que los nuevos integrantes perpetúen un acto violento contra algún miembro de una pandilla contraria o contra las fuerzas del orden (Rodgers, 2007). En el caso de los grupos del crimen organizado, los recién incorporados, ya sea de manera voluntaria o forzada, pueden tener que ejecutar o torturar a sus oponentes o a miembros del grupo que son considerados traidores (lo cual además transmite un mensaje claro de lo que ocurre con los enemigos de la agrupación) (Rodgers, 2007).


      La teoría de la actuación (performance) y la adquisición de roles. La teoría del performance o “casting” propone que este fenómeno se trata de un proceso en cual la persona se apodera de un rol y el rol termina por apoderarse de una persona. Esta adquisición de un rol permite a las personas llevar a cabo acciones que no harían normalmente (Fujii, 2017). El efecto que puede tener la identificación con un rol de poder como facilitador de la violencia se ejemplifica el experimento de la “Prisión de Stanford” (Haney et al., 1973). La teoría del performance considera que los victimarios usan su cuerpo y el de la víctima para representar las nociones de poder (Fujii, 2017). Los observadores, o bystanders, también son relevantes, ya que su complacencia o pasividad puede ser vivida como una forma de consentimiento o aceptación del acto violento (Ervin, 2012).


      El efecto de los actos grupales de violencia. Junto con estos actos violentos, que son llevados a cabo por el individuo en presencia y/o en nombre del grupo, se encuentran los que se perpetran de manera conjunta. Las violaciones grupales son uno de los ejemplos más claros de este tipo de ritual de socialización y, sin duda, uno de los más atroces. Se considera que los rituales de violencia grupal, incluyendo las violaciones colectivas, tienen efectos sobre la estima hacia los otros miembros y refuerzan lazos de pertenencia y complicidad, ya que los sujetos comparten la ejecución de un acto brutal, frecuentemente en un espacio paralegal o clandestino, del que no pueden arrepentirse y que marca una ruptura de la identidad (Franklin, 2004; Paramio, 2005).


      La participación en una violación grupal puede explicarse como una forma de adquirir o refrendar una jerarquía dentro del grupo, y reafirmar ante los demás una masculinidad basada en el ejercicio de la violencia y en la devaluación de la feminidad (Benford y Hunt, 1992; Franklin, 2004). Los actos grupales además refrendan la normalización de la violencia, aparentemente el malestar asociado a un acto violento es menor cuando el sujeto lo percibe como socialmente aceptable (Webber et al., 2013). En el caso de la violencia, los despliegues grupales pueden socializar la idea de que la violencia es normativa, incluso deseable, ya que es recompensada con reconocimiento y pertenencia (Littman y Paluck, 2015).


      ¿Quiénes son más vulnerables a ser socializados a través de rituales violentos? Los estudios cualitativos, sociológicos y etnográficos han sugerido que existen sujetos más vulnerables a identificarse con los grupos violentos y a ser socializados en la violencia. A partir de estas observaciones también se ha sugerido que cierto tipo de organizaciones recurrirán con mayor frecuencia a los despliegues colectivos de violencia.


      El estudio realizado por Dara Cohen (2017) que reúne datos de 300 excombatientes de la República Democrática del Congo, afiliados a distintos grupos armados, es interesante, pues a través de una metodología cuantitativa corrobora algunas de las teorías. Sus resultados sugieren que la práctica de violaciones grupales es más frecuente en los grupos de combatientes con una mayor proporción de miembros que fueron reclutados de manera forzada.


      También encontraron datos acerca del perfil de los sujetos más proclives a ser partícipes en las violaciones tumultuarias. Si bien existe un líder que suele iniciar la acción y puede ordenar a otros que sean partícipes (ver la teoría de la situación), hay integrantes que se incorporan por cuenta propia. Los sujetos que refirieron haber participado en este tipo de despliegue de violencia sexual, por iniciativa o por coacción, se caracterizaron por ser más jóvenes, frecuentemente cooptados de manera forzada, contar con una socialización precaria antes del ingreso al grupo (por ejemplo, deserción escolar, ausencia de otros grupos espacios de integración)59 y describieron una sensación de inseguridad. Es decir, estos sujetos parecen encontrarse en una situación de mayor vulnerabilidad (una menor edad, inseguridad, carencia de otros referentes sociales, etcétera) (Cohen, 2017).


      A nivel individual la violación grupal serviría al sujeto para “refrendar su masculinidad” (pues el reclutamiento forzado puede ser visto como una “afrenta” al colocarlo en un papel de sumisión) y buscar la aceptación del grupo como un medio de sobrevivir. Por su parte, el grupo emplearía estos ritos para socializar a aquellos miembros cooptados de manera involuntaria y forzar una integración colectiva.


      Otras formas de eliminar las barreras psicológicas y favorecer la identificación grupal


      El impacto de las experiencias adversas. Los miembros de las fuerzas armadas han narrado que compartir la experiencia de una batalla o un enfrentamiento fortalece los lazos de amistad y lealtad entre los combatientes (Kenny, 2011). Otro hallazgo en ese mismo sentido deriva de las entrevistas a los que fueron miembros de las fuerzas armadas en Nicaragua, quienes describieron que la búsqueda de un ambiente de solidaridad y “camaradería” obró como un motivo para su incorporación a los grupos que se constituyeron como las primeras pandillas en ese país (Rodgers, 2017).


      Uso de alcohol y drogas. Las agrupaciones pueden minimizar las barreras al inducir un estado de intoxicación en sus miembros. Aunque el alcohol y los estimulantes no son causales directas de conductas violentas, estas sustancias pueden incrementar la impulsividad y alterar la capacidad de juicio (Littman y Paluck, 2015).


      Las técnicas que disminuyen la tensión de la confrontación directa. Las herramientas que evitan la tensión del encuentro directo con el que será eliminado u herido incrementan la eficacia y la eficiencia de la violencia. Esto ha avanzado a lo largo del tiempo, pasando del uso de armas que requerían la confrontación directa a las armas de fuego, la artillería, y hoy a las armas de largo alcance (Collins, 2009; Grossman, 2009).


      Collins ha escrito que, además de las armas de largo alcance que establecen una “distancia espacial”, hay otros métodos que logran disminuir la tensión de la confrontación, entre ellos la evitación por “engaño” y la evitación por “la especialización técnica”.60


      La violencia genera más violencia


      En algunos contextos se ha observado que el ejercicio de la violencia facilita que el sujeto vuelva a cometer una acción similar, e incluso que los actos vayan escalando en brutalidad y frecuencia. Un ejemplo de este efecto es el experimento de “exterminio de insectos”.61 Para los autores los resultados de esta prueba indican que “matar facilita matar” (Martens y Kosloff, 2012).


      Las causas de este fenómeno, que coincide con lo que se observa en la vida real, quizá respondan a diversos mecanismos, algunos ya descritos (como la reducción de la disonancia o el desentendimiento moral, etcétera). Un proceso que posiblemente contribuye es la desensibilización ante la violencia, que en buena medida se empezó a estudiar para conocer el efecto que tiene la exposición continua a videojuegos o programas violentos. Aunque hay estudios que no demuestran una asociación, basados principalmente en la medición de la actividad cerebral, parece que este fenómeno sí existe y se manifiesta en otros indicadores, como la actividad del sistema simpático (que reflejan una respuesta de estrés) (Carnagey et al., 2007). También se ha encontrado que la desensibilización a la violencia puede facilitar el posterior despliegue de conductas violentas (Di Tella et al., 2019; Engelhardt et al., 2011).


      Una observación interesante es el papel que juega la victimización previa. Aparentemente los individuos con el antecedente de una exposición leve a moderada a eventos de violencia reaccionan con un incremento en las variables fisiológicas vinculadas con la respuesta al estrés cuando observan escenas de violencia. Paradójicamente, y contrario a lo que se podría esperar, en algunos hombres con antecedente de una alta exposición a violencia, el malestar asociado puede estar ausente (Mrug et al., 2015). Esta menor reactividad ante la violencia sería compatible con un proceso de normalización y la aceptación de estas conductas.


      La manera en la que influye la exposición continua a imágenes de violencia y la desensibilización sobre la empatía hacia el dolor es una interrogante. Algunos autores reportan que la exposición a imágenes de violencia se relaciona con una menor empatía hacia el dolor, pero otras investigaciones no han llegado a estas mismas conclusiones (lo cual también se puede explicar por la amplia variedad en los paradigmas empleados) (Guo et al., 2013; Lamm et al., 2011). Esta relación, que intuitivamente es lógica, aún debe ser analizada.


      Otra posibilidad sobre por qué la violencia desencadena violencia es que se trata de algún efecto “adictivo”. Hay testimonios de excombatientes que refieren un deseo de reexperimentar la “excitación” de participar en una batalla. Es posible que la violencia, aunada a las recompensas que se derivan de ésta, en término económicos o sociales, cree una sensación de placer que termina por reforzar la conducta (Johnston, 1993; Rodgers, 2017).


      7. Conclusiones


      El ser humano es capaz de manifestar agresión intraespecie trascendiendo el propósito de la defensa propia y de los recursos necesarios para la supervivencia. Es decir, el hombre supera el umbral de la agresión y llega a infligir daños dirigidos a eliminar, lesionar gravemente o limitar las posibilidades de supervivencia de otro, aun en condiciones en las que esto sería evitable. Esta capacidad ha sido un argumento frecuente entre quienes consideran que la violencia es inherente a la especie y la violencia colectiva inevitable.


      En efecto, las confrontaciones violentas entre grupos y la adopción de posiciones de dominio han acompañado al ser humano a lo largo de la historia, y los ejemplos de atrocidades que rompen la capacidad de compresión lógica son múltiples. Pero si algo caracteriza al ser humano son los rasgos y conductas contradictorias, porque al mismo tiempo también es cierto que hay sociedades —más o menos violentas— que optan por la mediación y aspiran a la paz como una utopía que gran parte de la humanidad comparte y desea. Resulta también que provocar daño y sufrimiento a otro ser humano es aversivo para la mayoría de las personas, y que en muchas ocasiones las confrontaciones violentas son fallidas o menos eficaces de lo que se esperaría.


      ¿Qué nos dice la coexistencia de estas posibilidades divergentes?, ¿cómo es que, aun cuando privar de la vida a otro o generarle sufrimiento resulta aversivo para la mayoría de los individuos, la guerra y otras formas de violencia organizada y sistemática han prevalecido y se han manifestado una y otra vez?


      No existe una teoría que explique cabalmente los procesos que llevan a este fenómeno, pero sí se cuenta con un amplio cuerpo de conocimiento que ha ido aportando pistas y elemento que nos acercan a una respuesta. La etología ha significado aportes invaluables al clarificar la diferencia entre agresión y violencia. La visión de las ciencias sociales, como la antropología, la sociología y la psicología social experimental han sido cruciales, y han dado pie a las teorías del conflicto social, la acción colectiva, el uso de la violencia como una herramienta política, y han permitido estudiar la conducta de los seres humanos en las confrontaciones. A partir de las observaciones y propuestas de los teóricos que han ahondado en estos fenómenos y del estudio de los procesos que contribuyen a la socialización de la violencia, hoy podemos aventurarnos a emitir respuestas más complejas y transdisciplinarias; como las que aporta la sociobiología, que entre otras hipótesis visualiza la guerra como el resultado de una evolución cultural, que ha influido en la evolución de la especie, o como el producto de una selección política y cultural, más que biológica.


      Una observación en la que parecen confluir varias de las teorías es que el conflicto social cumple funciones pero no equivale a la violencia colectiva, y que la negociación y la resolución no violenta es viable. También es común mencionar que la escasez de recursos, principalmente la acumulación de bienes y derechos por un grupo en detrimento de otros, es un elemento que contribuye o detona las confrontaciones. De hecho, resulta que la privación de recursos es uno de los factores vinculados con el ejercicio de violencia en los grandes simios, y también parece favorecer la agresión entre miembros de distintas especies. Quizá la enorme diferencia entre la conducta de estos mamíferos y la del ser humano sea la acumulación. Y otra, sin duda, la reproducción de un sistema social y económico que permite y perpetúa esta desigualdad. Esto ha sido concebido como violencia estructural por los teóricos que estudian la violencia.


      La violencia cultural y la violencia estructural constituyen factores que parecen facilitar la violencia colectiva, no obstante, no explican por sí mismas cómo es que este proceso se configura y consolida. Aquí entra un aspecto relevante, y quizá uno de los que resultan más perturbadores. La violencia colectiva organizada y efectiva, como una herramienta de control hacia otro grupo, no se manifiesta de manera espontánea.


      No puede negarse que entre los grupos existen sujetos que despliegan rasgos antisociales, que les facilitan ejercer daño pues su empatía hacia el sufrimiento de terceros es limitada, e incluso, hay quienes lo disfrutan; pero hay que remarcar que no todos los miembros de grupos que ejercen violencia colectiva manifiestan estos rasgos antes de pertenecer a ellos.


      La violencia colectiva efectiva se consolida a partir de actores que se benefician de ella. Se emplean estrategias que precipitan la acción colectiva, como la recompensa de los emprendedores, y hay recursos que buscan generar seres humanos especializados en la eliminación de otros. La normalización de la violencia, el adoctrinamiento, la construcción de un enemigo, los discursos de odio, los procesos que facilitan la obediencia y la generación de armas de largo alcance —que logran romper la aversión e incluso hacer de la violencia una conducta deseable— son estrategias y prácticas que logran ese objetivo, pues incluso sujetos reclutados de manera forzada terminan siendo ejecutores efectivos de la violencia colectiva.


      Galtung y un grupo amplio de científicos que participaron en el manifiesto de Sevilla sostienen que, a pesar de todo, la paz es posible, pero para lograrla es necesario solucionar la violencia cultural y la violencia sistémica. Si el ser humano ha sido capaz de construir una sociedad de desigualdades, validada a través de un sistema económico y una cultura que la hacen posible, si ha logrado desarrollar discursos y prácticas que hacen de la violencia una conducta admisible y métodos que sistematizan y eficientizan la violencia, ¿por qué no sería capaz de generar posibilidades alternas? Los estudios para la paz apuestan por impulsar alternativas, métodos para enseñar y difundir una cultura de la no violencia, así como la paz positiva, que va un paso más allá de la ausencia de la guerra, que persigue el desarrollo y la construcción de un sistema igualitario y de respeto a los derechos.


      El reto es mayor, sí. Pero la esperanza es grande también. No por nada existe una organización de corte mundial que pugna por la erradicación de métodos violentos en la resolución de conflictos entre Estados. Por algún motivo hay convenios, llamados, acuerdos, manifiestos, organizaciones sociales y humanitarias, iniciativas y programas académicos que pugnan por la defensa de los derechos humanos y la construcción de una cultura de paz.


      PUNTOS IMPORTANTES DEL CAPÍTULO 2


      
        	Al igual que ocurre con la noción de violencia, el concepto de agresión no es universal, y es frecuente que violencia y agresión se confundan o se consideren equivalentes.


        	Desde la perspectiva etológica, la agresión puede considerarse un comportamiento básico y primario de los seres vivos, presente en todo el reino animal.


        	La agresión entre miembros de la misma especie implica “una conducta de aproximación a un oponente con el propósito de rechazarlo o ejercer alguna acción amenazante o un daño a fin de inducir su retirada o sumisión. El objetivo final es remover al contrincante o hacer que cambie su conducta, de manera que deje representar una amenazante para el atacante”.


        	En los mamíferos, la confrontación física con otro miembro de la especie —sea defensiva o por lucha territorial— tiene el objetivo de finalizar el estímulo amenazante, más no persigue como tal la destrucción del contrincante, pues se detiene cuando el oponente huye o muestra sumisión.


        	Fromm distingue dos tipos de conducta agresiva en el ser humano; una benigna, filogenéticamente programada, destinada a procurar la supervivencia y que cesa una vez que el estímulo aversivo finaliza; y otra maligna, la cual no se encuentra filogenéticamente arraigada, no es adaptativa y no se observa en otros animales.


        	Aunque en la mayoría de los casos en mamíferos la agresión intraespecie finaliza ante la sumisión o huida del oponente, en los primates se han observado eventos que rompen esta regla, los cuales son excepcionales y parecen precipitarse por condiciones como una mayor densidad de población y la competencia por los recursos.


        	Johan Galtung define la violencia como “una afrenta evitable a la cobertura de las necesidades humanas; la satisfacción de estas necesidades es menor a la que sería posible en un contexto dado. Se trata de una privación de los derechos humanos fundamentales”.


        	La violencia estructural se refiere a un conflicto entre dos o más grupos sociales en el que el acceso a los recursos es resuelto sistemáticamente a favor de alguna de las partes y en perjuicio de las demás.


        	La violencia cultural se refiere a los aspectos de la esfera simbólica de nuestra existencia que justifican o legitiman la violencia directa y la violencia estructural.


        	La violencia se generaría a partir de una estructura en la que hay un desbalance en el poder.


        	La agresión es una respuesta ante el acto o amenaza de privación en el derecho a la vida y a otros derechos y recursos necesarios para una supervivencia digna y para el desarrollo del individuo. La violencia emplea la fuerza y la privación a fin de mantener los privilegios y el dominio de un individuo o colectivo.


        	En el caso de la antropología, el tema de la violencia se ha entendido a partir de distintas corrientes, como la antropología física, la antropología sociocultural, la arqueología y la antropología lingüística.


        	La antropología física considera que la violencia es resultado de la agresión, inherente al ser humano; los antropólogos sociales y culturales han explicado la violencia a través de teorías simbólicas, estructurales y vivenciales; y los antropólogos posmodernos agregaron otros factores como el colonialismo y la globalización.


        	La sociología ha buscado dilucidar por qué la violencia, aunque es un fenómeno muy frecuente, no es universal y ocurre con mayor intensidad en ciertas sociedades y en determinados momentos históricos.


        	Se ha propuesto que la violencia puede partir de una dimensión instrumental, de una reacción ante un contexto determinado, de la estructura social, o bien de una “cultura de la violencia”.
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